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				INTRODUCCIÓN. CONTEXTO NACIONAL DEL PRIMER FEDERALISMO MEXICANO

				JOSEFINA ZORAIDA VÁZQUEZ[1]

				Entre las distorsiones de nuestra historiografía mexicana ha estado la de asumir que la monarquía hispánica funcionó bajo un sistema centralista, el cual legó a la nueva nación. Esto hizo que se atribuyeran los desastres de las primeras décadas a la adopción del federalismo, copiado de Estados Unidos. El equívoco lo produjo el desconocimiento del siglo XVIII novohispano y de las reformas que se emprenderían durante las últimas décadas. Además, por no contar con estudios históricos sobre la compleja administración y legislación española, los constitucionalistas llegaron a conclusiones erróneas, al tomar en cuenta sólo los eventos nacionales. La compleja historia mexicana se derivó del enorme territorio cuya orografía y carencia de ríos navegables dificultó las comunicaciones, generando regiones aisladas, pobladas por diferentes etnias y grupos españoles que se arriesgaron, lo que consolidó un regionalismo en el que surgieron elites provinciales y diversos procesos que la guerra de independencia agudizaría. No cabe duda de que la corona intentó centralizar la administración, en especial bajo la dinastía borbona y el interregno liberal, pero sus intentos chocaron con la distancia y la compleja legislación. Al mismo tiempo, la experiencia histórica de dependencia de la monarquía española y de una administración centrada en la ciudad de México, así como un intenso mestizaje cultural y racial que había fundido mitos y costumbres, forjaron intereses en Nueva España que desarrollaron un sentimiento de identidad que, sin abandonar la lealtad a la corona, se asumió orgullosamente americana. 

				Al llegar los Borbones a la corona de la monarquía católica en el siglo XVIII, en medio de la crisis del absolutismo, adoptaron una desgastante diplomacia bélica en alianza con sus parientes franceses para detener la expansión de Gran Bretaña y recuperar el sitio perdido. Reformaron el viejo orden Habsburgo en que la corona era cabeza de una serie de reinos peninsulares y ultramarinos, considerando a los últimos como colonias que debían proporcionar los recursos requeridos por su metrópoli. Dado que Nueva España era el más extenso, rico y próspero reino, se convirtió en su blanco favorito. Al fin de la guerra de Siete Años se iniciaron las reformas que afectaron la administración territorial, se crearon ejércitos americanos y nuevos órganos para cobrar y controlar viejos y nuevos impuestos. La corona canceló el sistema de flotas, liberalizó el comercio dentro de sus fronteras y empezó a someter a la Iglesia al poder real, así como a instaurar la división territorial por intendencias, organización que las Cortes ampliarían al crear las diputaciones en 1812, y que sirvió de base para la formación de los estados al consumarse la independencia. Las medidas afectaban el peculiar desarrollo de los territorios americanos, por lo que causaron malestar en la población, aunque los descontentos no recurrieron a la reacción violenta de las trece colonias inglesas, seguramente por las ligas estrechas con la metrópoli y porque Nueva España gozaba de prosperidad. 

				La diplomacia bélica de los Borbones francoespañoles con Gran Bretaña resultó en una serie de derrotas, condenando a los dos reinos aliados a una crisis profunda que condujo a la Revolución francesa en 1789 y al quiebre de la monarquía hispánica en 1808. La política española fue poco consistente frente a la Francia revolucionaria, lo que tuvo un gran costo, pues la corona se vio forzada a contribuir a las arcas francesas, y en la derrota de Trafalgar perdería su flota. La bancarrota hispánica arrastró a Nueva España, que vio esfumarse su prosperidad a principios del siglo XIX. En situación tan delicada se produjeron en 1808 las abdicaciones de Fernando VII y Carlos IV a favor de Napoleón, ilegales por no haber sido aprobadas por las Cortes, como exigían las leyes vigentes. Las elites administrativas y militares peninsulares aceptaron el cambio, pero el pueblo se lanzó a la lucha, y los americanos también lo rechazaron.

				La resistencia popular requirió juntas que coordinaran la lucha y lograran la alianza británica, y culminaron en la convocación de Cortes para solucionar el problema del gobierno. En la convocación por primera vez se eligieron diputados ultramarinos, y dio lugar a una verdadera revolución que convirtió a la monarquía en constitucional y declaró la igualdad de americanos y europeos. Los diputados americanos fueron activos en debates y propusieron la federación como salida única para un gobierno que abarcaba tres continentes. La redacción de la constitución, promulgada en 1812, concedió tres niveles de representación y convertía a la monarquía en constitucional, pero centralista. La minoría americana no logró la ciudadanía para las castas ni la libertad de comercio y la verdadera igualdad. Mas dos innovaciones constitucionales tendrían un impacto importante en América: el establecimiento de ayuntamientos constitucionales para el gobierno de pueblos con “mil almas”, elegidos popular y directamente, y las diputaciones provinciales que, aunque tenían facultades administrativas y estaban bajo el control de los jefes políticos, se atribuyeron otras facultades. 

				La revolución se produjo en dos ámbitos, el peninsular y el americano. En 1808 los novohispanos intentaron encontrar una solución legal a las abdicaciones, pues al no existir rey legítimo la soberanía revertía al pueblo. El ayuntamiento de México propuso al virrey convocar una junta de representantes del reino para decidir cómo se gobernaría el virreinato en ausencia del rey legítimo. El intento fracasó por el golpe de Estado dado por algunos burócratas y empresarios peninsulares que apresaron al virrey y a los miembros del ayuntamiento. Por lo tanto, fueron los peninsulares los que mostraron el camino de la violencia, seguida de conspiraciones y la insurrección de 1810 que, a pesar de ser aplastada en cuatro meses, heriría de muerte al virreinato. 

				La extensión de la insurgencia por gran parte del territorio novohispano rompió el funcionamiento administrativo y la centralización de los impuestos en la ciudad de México. La necesidad de la lucha permitió que los jefes militares, tanto realistas como insurgentes, gozaran de facultades judiciales y fiscales que los convertían en poderes provinciales militares. Después de diez años de desorden, sin que la corona lograra solución, ésta se desprestigió, lo cual, aunado al cansancio de la población y a la politización patrocinada por los eventos en los dos lados del Atlántico, permitió que los grupos enfrentados en la guerra civil se aliaran para consumar la independencia. El “imperio mexicano” asumió su soberanía en septiembre de 1821.

				Estos cambios se sumaban a los que el virreinato venía experimentando desde fines del siglo XVIII y que favorecieron su fragmentación económica. La creciente población del virreinato generó una demanda de productos que vulneraría el dominio de la elite de comerciantes sobre las transacciones mercantiles y el monopolio de la plata acuñada en la casa de Moneda de la capital. La redistribución de población, la abolición del consulado de comerciantes, la apertura de nuevas casas de moneda o cecas, y la habilitación de los puertos de San Blas, Mazatlán, Guaymas, Matamoros y Campeche, no sólo impidieron el control legal de plata acuñada y en pasta, sino también el de la entrada de bienes manufacturados en el extranjero, que vieron crecer el contrabando. La apertura de consulados en Guadalajara y en Veracruz y, a partir de 1823, la apertura de nuevos puertos y la abolición de todos los consulados reduciría el control de los grandes comerciantes de México de la actividad mercantil de todo el país. La guerra civil también había impedido el transporte de la plata de las minas del norte a México para su acuñación, lo que forzó a las autoridades a permitir el establecimiento de cecas en Zacatecas y Sombrerete (1810), Chihuahua y Durango (1811) y Guadalajara y Guanajuato (1812) para evitar que se resintieran el comercio y el crédito en las regiones, a pesar de la oposición de los funcionarios de la Casa de Moneda de la capital. Esta situación se agravó con la consumación de la independencia que permitió la apertura de cecas en todas las provincias. De esa manera, la Casa de Moneda de México acuñaría ya sólo el 30% del total de la plata producida en los años veinte, 10% en los treinta y 12% en los cuarenta; en cambio Zacatecas y Jalisco controlarían 47%, 49% y 34%, respectivamente. 

				La ruptura del orden desarticuló la administración de tres siglos, el cobro de impuestos y su centralización en la caja de la ciudad de México. La lucha despertó también aspiraciones en los grupos sociales, dividió a la sociedad y paralizó la vida económica. El ejército, que antes de la lucha ocupaba un lugar secundario, se encumbró y se convirtió en un nuevo poder y árbitro de la vida política. La Iglesia mantuvo su lugar, pero perdió el papel de control social que había desempeñado durante tres siglos. Los jefes regionales, aliados con las elites locales, fortalecieron el regionalismo dispuesto a sacudirse la tutoría de la ciudad de México. Esas condiciones incidieron en que el nuevo Estado soberano tuviera que experimentar diversos sistemas políticos en búsqueda de recobrar la prosperidad. El Estado mexicano nació en circunstancias precarias.

				EL CONTEXTO NACIONAL, 1823-1828

				Era natural que el imperio mexicano fracasara al no contar con los recursos para hacer frente a los gastos del gobierno y del ejército. La inexperiencia política tanto del emperador como de los diputados del congreso electo en 1822, y la labor de las logias masónicas extendidas entre los oficiales, terminarían con él para marzo de 1823. 

				En diciembre de 1822 se pronunciaba contra el emperador el brigadier Antonio López de Santa Anna, y el ejército enviado a someterlo terminó por proclamar el Plan de Casa Mata exigiendo la elección de un nuevo congreso.[2] La avalancha de adhesiones de autoridades civiles y militares convenció al emperador de que la alianza que lo había elevado se había roto, y abdicó. Pero el plan no preveía la falta de ejecutivo, por lo que la abdicación creó un vacío de poder que intentó absorber el congreso electo en 1822, que se había reinstalado y que nombró un Supremo Poder Ejecutivo provisional sin tomar en cuenta a las provincias, por lo que éstas se negaron a obedecer. Los generales intentaron reunir una junta de representantes de las mismas y sólo reconocieron al congreso como convocante de uno nuevo y más representativo. 

				La resistencia al congreso hizo temer la fragmentación. El congreso negoció el reconocimiento con los generales a cambio del pago de salarios, pero Guadalajara, Oaxaca, Yucatán y Zacatecas se declararon estados libres y soberanos y las autoridades de Guadalajara llegaron a contestar al ministro de Relaciones nombrado por el ejecutivo, Lucas Alamán, que “no había ley, tratado, ni compromiso que obligara a las provincias a depender del centro”. Zacatecas, al declarar su soberanía, fue más moderado y advirtió que era conveniente formar una federación que conciliara el interés “particular de las provincias, con el general de la nación”.[3] El congreso terminó por convocar nuevas elecciones, al tiempo que el secretario Alamán movilizaba un ejército al mando de dos de los generales que eran parte del Supremo Poder Ejecutivo, Nicolás Bravo y Pedro Celestino Negrete, hacia Guadalajara, con órdenes de negociar. La amenaza de una reconquista por una España que había restablecido el absolutismo con el auxilio de las tropas francesas apoyadas por la Santa Alianza facilitó que los estados cedieran, pero las tropas se mantuvieron en Guadalajara hasta que fueron destituidos los generales Quintanar y Bustamante, acusados de iturbidistas, lo que debilitó el radicalismo. 

				El Congreso constituyente se reunió a fines de 1824, convencido de que el federalismo era la única respuesta a la posible fragmentación territorial semejante a la de los virreinatos meridionales, aunque hubo algunas voces que defendieron el centralismo al que supuestamente estaba acostumbrada la población. Entre los diputados elegidos para el Congreso estuvieron muchos con la experiencia de las Cortes —en especial el activo Miguel Ramos Arizpe— los cuales simpatizaban con los anhelos autonomistas de las provincias, de manera que a pocas semanas de su inauguración, a fines de enero de 1824, se firmaba el Acta Constitutiva de la Federación Mexicana. Comprometida la federación, tuvieron que debatirse los detalles y la Constitución pudo jurarse el 4 de octubre de 1824. 

				 La Constitución federal mantuvo el sistema electoral indirecto establecido en la de 1812, con el mismo amplio derecho a voto en el primer nivel. La elección del ejecutivo federal quedó en manos de las legislaturas de los estados. Los diputados aseguraron la soberanía de los estados en todo lo que tuviera que ver con el gobierno interno; las milicias cívicas al mando de los gobernadores serían el baluarte de su soberanía. Como sus oficiales serían electos por los propios milicianos, el ejército las vio como amenaza a sus privilegios. 

				Aunque el gobierno federal quedó a cargo de la deuda pública, la defensa, las relaciones exteriores y el orden interior, para evitar la supremacía de la ciudad de México los diputados le negaron toda facultad fiscal sobre los ciudadanos. Se le asignaron los ingresos de las aduanas, más un contingente que debían pagar los estados, condenándolo a gran debilidad, incapaz de cumplir con su cometido. Esto hizo que el federalismo mexicano fuera más radical que el norteamericano, que sí le había concedido al congreso federal poder fiscal sobre los habitantes.[4] Como en todos los sistemas constitucionales que resultaron contra el absolutismo monárquico, el poder legislativo se convirtió en el dominante y, en el caso mexicano, esto permitió que traspasara sus facultades. El ejecutivo mantuvo su debilidad en todas las constituciones mexicanas del siglo XIX, lo que ocasionó que sólo pudiera gobernar con poderes extraordinarios. Gracias a que gobernaría a lo largo de una década sin contar con un congreso, Benito Juárez pudo fortalecer el puesto, pero no adquiriría fuerza. Sólo con la dictadura logró consolidarse. 

				A pesar de que se ha repetido y se repite que la Constitución de 1824 fue una copia de la norteamericana,[5] es fácil desmentirlo con sólo compararlas, pues la mexicana siguió de cerca la española de 1812, adaptada a un republicanismo federal inspirado en el norteamericano, pero interpretado como antifederalismo jeffersoniano, al subrayar la soberanía de los estados. La afirmación la lanzaron los centralistas, y curiosamente no se desmintió. Alamán, tal vez por sus conocimientos y su experiencia en la cartera de Relaciones Exteriores e Interiores, en su escrito de 1835 insistió en que la Constitución mexicana de 1824 tenía apenas una tintura de la norteamericana, pues estaba emparentada mas bien con la francesa de 1791 y “los extravíos metafísicos de los filósofos especulativos del siglo pasado”, transmitidos por la constitución española que “trasfundió en constitución federal bajo forma de la de los Estados Unidos”. Alamán se percató de que la Constitución no había logrado un equilibrio conveniente entre los poderes, al debilitar excesivamente al ejecutivo y trasladar al legislativo el poder absoluto del monarca, enteramente arbitrario.[6] José María Luis Mora reconoció que la Constitución requería reformas para purgarla “de ciertos errores demasiado comunes en los pueblos nuevos”, entre ellos la intolerancia religiosa, el fuero religioso y la unión de Iglesia y Estado, y haberle dejado “al congreso general una autoridad sin límites, de la cual se ha abusado sin interrupción, decretando sin cesar facultades estraordinarias [sic] y expidiendo leyes de excepción”. [7] No obstante, fue hasta el Congreso constituyente de 1842 donde se precisó la connotación que “debía” darse a la palabra federal del modelo norteamericano.[8]

				LA PRÁCTICA DEL PRIMER FEDERALISMO

				La herencia de la lucha independentista y la necesidad de defensa del enorme territorio llevaron a crear las comandancias militares como brazos del ejército en los estados, lo que se convertiría en elemento de fricción entre éstos y la federación, tanto por la exigencia de financiamiento como por acusaciones de injerencia en la política local. De esa manera, los estados mantuvieron la milicia cívica creada por el liberalismo gaditano como obligación ciudadana de defensa del territorio, pero interpretada como garantía del ejercicio de la soberanía estatal. Las milicias cívicas quedaron al mando de los gobernadores y podrían elegir sus mandos por voto de sus miembros, lo que despertó la desconfianza del ejército y del gobierno federal.

				Algunos estados habían iniciado la redacción de sus constituciones, otros las abordaron una vez elegidas las legislaturas; por eso las primeras se promulgaron en 1825 y la del estado de México y de Coahuila y Texas apenas en 1827. En la esfera estatal quedaron dos aspectos importantes: decidir el número de habitantes requeridos para establecer un ayuntamiento y la colonización, decisión que, al no abolir la esclavitud, provocaría graves problemas a la república. Casi todos los estados aumentaron el número de habitantes para establecer ayuntamientos a dos, tres o cuatro mil.

				La legislatura de Coahuila y Texas se apresuró a expedir una ley de colonización por la urgencia de aumentar la población y los múltiples interesados angloamericanos que deseaban obtener una generosa concesión como la otorgada por el gobierno español en 1820 a Moses Austin. El congreso electo durante el imperio había discutido la  , pero no llegó a debatir los proyectos, y después, en 1824, esa facultad se destinó a la esfera estatal, por lo que los solicitantes se trasladaron a Saltillo, donde se aprobaron gigantescas concesiones.

				Las constituciones estatales decidieron hacer la elección de gobernadores de diversas formas; algunas por juntas electorales, otras por las legislaturas, y la de Zacatecas por elección de los ayuntamientos. Aunque en general las constituciones siguieron a la Constitución federal, aprovecharon la falta de precisión de ésta para otorgar a la legislatura o gobernador el ejercicio del patronato,[9] lo que iba a provocar confrontaciones con la Iglesia. Otro problema lo originó que Jalisco, el estado de Occidente, Tamaulipas y Zacatecas decidieran que el gobierno fijara y costeara “todos los gastos necesarios para la conservación del culto”. La constitución de Jalisco, en su artículo 7º, declaró: “En lo que concierna a los gastos del culto, el estado observará las leyes establecidas, mientras que la nación por los medios convenientes y conforme a lo que dispone la constitución general, no determine otra cosa; debiendo el mismo estado en todos casos conservarlo y protejerlo [sic] con leyes justas y prudentes”. El clero presintió la posible pérdida de los diezmos, de manera que protestó. El cabildo catedralicio de Guadalajara se dirigió al Congreso general y al presidente Guadalupe Victoria, pidiendo que se aboliera la obligación de jurar una Constitución que contenía el artículo 7º, y recibió el apoyo de otras diócesis.[10] Gracias a que el país vivía la etapa “de los buenos sentimientos”, el Congreso general de inmediato decretó que “el artículo 7º de la constitución del estado de Jalisco no debe entenderse sin perjuicio de la facultad 12 del artículo 50 de la constitución general de los Estados Unidos Mejicanos”. Victoria se congratuló el 12 de enero de que su intervención hubiera calmado “las pequeñas desavenencias” y, según Mora, “esta ley cayó en desuso a poco tiempo pues los estados establecieron las juntas de diezmos y cofradías, no sólo sin ponerse de acuerdo con el clero, sino aun contra sus representaciones”.[11] 

				Victoria fue bendecido por la concesión de dos préstamos ingleses en 1824, lo que permitió que el gobierno funcionara, los sueldos se pagaran y temporalmente reinara la paz. Aunque también ingresaron grandes inversiones inglesas para explotar minas en Guanajuato, Zacatecas y Oaxaca, por compra o asociación con empresarios mexicanos que requerían inyectar capital a sus mimas, lo que no logró que la economía se reanimara. El comercio padeció la falta de capital, de banca, moneda flexible y medios de comunicación baratos, ya que la arriería era costosa y los camino estaban llenos de bandidos. Pero Victoria logró dos éxitos: expulsar de San Juan de Ulúa a los españoles que tanto obstaculizaban el comercio del principal puerto del país, y obtener en 1925 el reconocimiento de Gran Bretaña, quien acreditó de inmediato a su agente George Ward como ministro. Esto decidió a Estados Unidos, que a pesar de haber reconocido la independencia desde 1822 no había enviado ministro, a apresurarse a nombrar a Joel R. Poinsett, quien había estado en México como agente durante el imperio y entablado relaciones con grupos radicales, lo que le permitió influir en la política interna.

				Lucas Alamán, ministro de Relaciones Exteriores de 1823 a 1825, diseñó los lineamientos de la política exterior de México e inició la negociación de los tratados de amistad y comercio con los dos ministros. El Tratado con Gran Bretaña iba a atorarse porque México se negaba a abrir la práctica religiosa a los protestantes y era exigente respecto a la forma de expresar el reconocimiento.[12]

				Poinsett era un diplomático versátil que encontró en Alamán a alguien de su estatura. Buscó cumplir con sus instrucciones y sutilmente sugirió la conveniencia de mover la frontera hacia el sur, pero Alamán lo detuvo afirmando que las fronteras se habían fijado en el Tratado Adams-Onís de 1817, que seguía vigente. El nuevo tratado se atoró por la exigencia de Poinsett de que México se comprometiera a regresar a cualquier esclavo fugitivo que se asilara en el país. De todas maneras, al final los radicales, seguramente con la simpatía de Poinsett, harían renunciar a Alamán, pero no conseguirían modificar la política. La impopularidad de Poinsett haría que su amigo Guerrero tuviera que solicitar su remoción, y su reemplazante, Anthony Butler, lograría firmar el tratado eliminando la exigencia de la devolución de fugitivos. 

				A fines de 1825 empezaron a aparecer nubarrones que anunciaban malos tiempos. El cura José María Alpuche, el coronel José Antonio Mejía, el ministro de Hacienda José Ignacio Esteva y el ministro de Justicia, Miguel Ramos Arizpe, discurrieron fundar una nueva logia para contrarrestar la influencia desplegada por la escocesa, a la que estaban afiliados casi todos los altos oficiales. La aparición de las logias yorkinas atrajo de inmediato a radicales. Ya organizadas las logias, Poinsett gestionó que una de las de su país les extendieran las cartas reguladoras.[13] Según Zavala, ésa fue la única intervención del ministro. En busca de popularidad, la nueva logia adoptó la exigencia de expulsar a los españoles, lo que atrajo oportunistas y descontentos y le dio una fuerza que, enfrentada a la de los escoceses, paralizó las labores del Congreso. A principios de 1827 surgió la conspiración del padre Arenas, un dieguino fantasioso que consideró fácil que México retornara al dominio español y se atrevió a invitar nada menos que al comandante de México, quien lo delató. Los complicados fueron enjuiciados y sentenciados, pero el incidente fue aprovechado por el secretario de Guerra, Manuel Gómez Pedraza, para deshacerse de los oficiales españoles que habían “traicionado” a Iturbide, como los generales Negrete, Echávarri y Arana, los dos primeros desterrados y el tercero fusilado, al tiempo que preparó el terreno para aprobar las nefastas leyes de expulsión. 

				El malestar creció y también la percepción de que Poinsett era el culpable. Los excesos de las logias preocuparon a los políticos conscientes, que las abandonaron para formar otras asociaciones exentas de ritos masónicos. Los novenarios se desprendieron de los escoceses y los guadalupanos de los yorkinos. También surgió una asociación que renegaba de la masonería, los imparciales, aparentemente promovida por Francisco García, blanco de los yorkinos durante su desempeño como secretario de Hacienda. El mismo vicepresidente Bravo, gran maestre de la logia escocesa, terminó por pensar que las logias envenenaban la vida política y promovió el pronunciamiento de Montaño en Otumba, el 27 de diciembre de 1827. El plan promovía la eliminación de todas las logias, el cambio de todo el gabinete por personas probas, la expulsión del ministro norteamericano y la aplicación religiosa de la Constitución y las leyes. Guerrero fue movilizado contra los rebeldes y logró derrotar a Bravo en Tulancingo. Los implicados fueron juzgados por la cámara de diputados que, erigida en gran jurado, asumió el poder judicial.[14] Por entonces llegaron las noticias del primer problema provocado por colonos en Texas: el intento de separación del empresario Benjamin Edwards, que intentó formar con su colonia la república de Fredonia. Logró ser sometido por las tropas mexicanas y las milicias de la colonia de Austin, ayuda que le redituó a don Esteban una concesión en la playa exclusiva, junto a las cercanas a la frontera, del gobierno federal. 

				FRACASA EL FEDERALISMO MEXICANO EN SU PRIMERA PRUEBA

				Al agotarse el dinero de los préstamos británicos, el ministro de Hacienda, Esteva, para enfrentar la situación empeñó el producto de la aduana de Veracruz. Era una solución temporal que se convirtió en permanente[15] en el ambiente caldeado que produjo la primera ley de expulsión de españoles, a pesar de la oposición de yorkinos destacados como Lorenzo de Zavala e imparciales reconocidos como el doctor Mora. 

				En este confuso contexto tendría lugar la elección para la primera sucesión presidencial. Los dos candidatos principales eran Manuel Gómez Pedraza y Vicente Guerrero. Zavala, ardiente yorkino, concedería que a Guerrero lo adornaban sus servicios y la pureza de intenciones, pero por “las disposiciones morales, la energía y la capacidad mental, era inconcusamente preferible Pedraza”.[16] Éste, liberal ilustrado, fue el favorecido por el voto de las legislaturas estatales, lo que decidió a Santa Anna, estacionado en Veracruz, a salir sigilosamente y situarse en Perote y proclamar el 16 de septiembre de 1828 un plan en que “el pueblo y el ejército anulan las elecciones hechas a favor del ministro de la Guerra D. Manuel G. Pedraza, a quien de ninguna manera se admite, ni de presidente, ni de vicepresidente de la república”. Además pedía la ley de expulsión de españoles y reconocer a Guerrero como ejecutivo electo.[17] Declarado fuera de la ley, Santa Anna fue sometido en Oaxaca, mientras en la capital Lobato y Zavala se apoderaban del edificio de La Acordada. La tibieza de Victoria permitió que el populacho aprovechara el desorden y saqueara el Parián. Estos excesos hicieron que Gómez Pedraza renunciara al ministerio y a la presidencia. Victoria se limitó a nombrar a Guerrero ministro de Guerra. 

				 Los estados que habían votado por Pedraza desconocieron los hechos. Francisco García juzgaría que con la violación de la votación “el pacto de la federación quedó realmente disuelto”.[18] Las legislaturas estatales debían haber hecho nueva elección, pero el congreso que se inauguró el 1 de enero de 1829 declaró que las elecciones habían traicionado la opinión popular y declaró insubsistente la elección de Pedraza y, con base en los votos, reconoció a Guerrero presidente y a Anastasio Bustamante vicepresidente. Esta violación a la Constitución sentó un precedente que propiciaría los pronunciamientos de Campeche y de Jalapa en 1829. 

				Guerrero tomó posesión el 1 de abril de 1829 en un contexto adverso: la hacienda vacía, malestar por la reciente violencia, la presión del incumplimiento del pago de los primeros intereses de la deuda inglesa, la muerte del último obispo mexicano y los rumores de amenaza de reconquista. Los estados “de Occidente” decidieron coaligarse para defender el sistema federal y convocaron una reunión en Lagos para “salvar a la patria”, pero al final decidieron esperar[19] y, ante el temor de Zacatecas de que se fragmentara la nación, se decidió reconocer al gobierno de Guerrero, aunque alistándose para sostener el sistema “con las armas por medio de la milicia cívica”.[20] 

				No tardó en hacerse realidad el desembarco de una expedición de reconquista. El Congreso concedió a Guerrero poderes extraordinarios y los estados se aprestaron a colaborar en la defensa del territorio. El ministro de Hacienda, Lorenzo de Zavala, aprovechó los poderes extraordinarios del presidente para aplicar su proyecto de impuestos directos con el fin de obtener recursos. Guerrero organizó una división de reserva y decretó la restricción de la libertad de prensa, provocando fricción con los estados y que Zacatecas se negara a publicar el decreto. También aprovechó los poderes extraordinarios para abolir la esclavitud, aunque al darse cuenta de que podría provocar problemas con los colonos texanos, los exceptuó de su aplicación a condición de que no entrara un solo esclavo más. Los colonos no tardaron en violar el compromiso, haciendo que los esclavos firmaran un contrato en la línea fronteriza. Los generales Manuel Mier y Terán y Santa Anna, junto a las enfermedades tropicales, derrotaron al brigadier Barradas y a sus expedicionarios. 

				El respiro que dio la victoria no tardó en nublarse con la llegada de las noticias de que la guarnición de Campeche se había pronunciado por el centralismo, con el argumento de que el federalismo desatendía el pago del ejército. Solicitaba la adopción de instituciones menos complicadas con un gobierno moderado, estable y central. La coyuntura era la falta de pago, sin que la comandancia militar lograra que el estado le diera recursos. Desde el principio, las comandancias fueron instancia de problemas con los gobiernos estatales por la misma causa, aunque en Yucatán el problema se combinaba con una lucha entre dos camarillas políticas regionales. Guerrero aprovechó para pedirle a Zavala, quien había renunciado a la Secretaría de Hacienda y marchaba rumbo a Europa, que se detuviera en Campeche y negociara con Segundo Carvajal, líder del movimiento y viejo aspirante a la gubernatura. Zavala no pudo cumplir con su cometido porque se le impidió desembarcar. La lejanía y el aislamiento de Yucatán hacían costosa una expedición, por lo que el centralismo funcionó por más de dos años. Mas el movimiento centralista sirvió de pretexto para que el ejército de reserva, que sufría también las penurias y desaprobaba el gobierno de Guerrero, se pronunciara.

				EL GOBIERNO DE BUSTAMANTE Y LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS

				El general José Antonio Facio, que se adjudicó el papel de instigador del pronunciamiento, afirma que aprovechó la ausencia de Bustamante para lanzar el Plan de Jalapa con el grito de “constitución y leyes”, que exigía cancelar las facultades extraordinarias concedidas a Guerrero y, en su artículo 4º, demandaba renovar “aquellos funcionarios contra quienes se ha explicado la opinión pública”. Invitaba al vicepresidente a “ponerse al frente de las tropas”, y éste, después de aceptar, marchó con la división hacia la capital,[21] tras jurar “sostener el pacto federal, respetando la soberanía de los Estados y conservando su unión indisoluble”. La exigencia del artículo 4º sería de gran utilidad a la nueva administración para deshacerse de autoridades hostiles en varios estados, cuando se contaba con aliados locales. Guerrero salió a enfrentar al movimiento, pero las adhesiones al Plan de Jalapa entre sus propios hombres lo decidieron a retirarse a su tierra. La adhesión del comandante de México, Luis Quintanar, permitió que se organizara un gobierno provisional y el 23 de diciembre Bustamante se hacía cargo del ejecutivo. Aunque los yorkinos dominaban el senado y nueve legislaturas, su desprestigio permitió que el Congreso, al inaugurar sus sesiones el 1 de enero, reconociera “justo y nacional el plan de Jalapa” y declarara “la imposibilidad del señor Guerrero para la presidencia”, lo que sancionaba la revolución.[22] Los enemigos acusaron al movimiento de centralismo y hasta de haber orquestado el pronunciamiento de Campeche al no enviar una expedición,[23] lo que es falso. Según Facio: “fuimos federalistas porque la república entera estaba por el federalismo”. Alamán, que en 1824 había defendido el centralismo, en una comunicación a Luis de Cortázar reconocía que cualquier intento de cambiar el sistema produciría una guerra civil.[24] En realidad la nueva administración deseaba aprovechar que 1830 era la fecha fijada por la carta federal para reformarla. Alamán promovía adoptar el voto censitario para evitar la demagogia, fortalecer al ejecutivo y encontrar una forma de evitar los pronunciamientos.[25] Lo que es indudable es que el gobierno de Bustamante era tan ilegal como el de Guerrero. 

				Los estados desconocieron el movimiento jalapista, aunque como explicaría Francisco García: “las mismas razones que obligaron al estado a reconocer el gobierno del general Guerrero, lo hicieron reconocer después el del general Bustamante”,[26] reafirmando el compromiso con el federalismo el 3 de enero de 1830.[27] Para subrayar sus convicciones, García dio asilo al gobernador potosino Vicente Romero, que fue destituido por el artículo 4º del plan.[28] 

				El gabinete se formó con políticos eficientes bajo el liderazgo de Alamán, que además del prestigio ganado como ministro de Relaciones de 1823 a 1825, pudo utilizar sus relaciones en los estados del centro para aplicar el artículo 4º del Plan de Jalapa y deshacerse de gobiernos poco afines al régimen. No cabe duda de que tenía pasta de estadista y pudo poner en orden la administración y la deuda externa para renegociar el pago de intereses vencidos mediante la expedición de nuevos bonos. Se empeñó en promover la economía para sacarla de la paralización y fundó el Banco de Avío. Sin embargo, se ha exagerado el poder de Alamán, pues no consiguió la reforma de la Constitución. Sus logros fueron en el área económica, y promover que el Congreso general promulgara una nueva ley de colonización. Este acto derivó de que, apenas asumido el ministerio, recibió el informe del general Mier y Terán que señalaba que en Texas campeaba la ilegalidad y que había ya diez colonos por cada mexicano, lo que llevó a Alamán a presentar una iniciativa, promulgada el 6 de abril de 1830, que, amén de poner la colonización a cargo de la federación, prohibía la entrada de angloamericanos y ordenaba cancelar todos los contratos ilegales o pendientes. Por desgracia, el malestar de los colonos por el decreto de esclavitud se agudizó con la nueva ley. Mier y Terán la criticó por impolítica, y al ser nombrado inspector la aplicó de manera de no afectar a colonos que estuvieran en camino a Texas, a los que permitió entrar a las colonias de Esteban Austin. Se empeñó en atraer colonos mexicanos, sin conseguirlo. Mier y Terán suavizó la vigencia de la ley para reducir el malestar que había provocado en los colonos. 

				Facio se hizo cargo del Ministerio de Guerra. Mexicano activo en el trienio liberal, había vuelto al restablecerse el absolutismo en la península. El general intentó profesionalizar al ejército, pero sólo llegó a formar un cuerpo especial del que fueron parte, por cierto, Durán y Arista. Facio aplicó una política dura con los rebeldes y no dudó en fusilar a célebres rebeldes, entre los que estuvieron el hermano de Victoria y Guerrero; este último, asediado en su tierra sureña, fue apresado traicioneramente y sometido a un juicio somero. Su fusilamiento conmovería a todos los sectores del país. 

				EL FRACASO DEL GOBIERNO DE BUSTAMANTE

				No obstante las coincidencias entre el gobierno nacional y las elites políticas regionales sobre las reformas constitucionales, los desencuentros entre federación y estados fueron una constante. En Jalisco el general Ignacio Inclán, comandante del estado descontento con las críticas que le hacían los redactores de un periódico, los agredió, lo que hizo a las autoridades trasladar los poderes fuera de Guadalajara y protestar. El gobierno de Bustamante removió a Inclán, pero impedido por las leyes no pudo castigarlo, lo que los estados consideraron como un nuevo incumplimiento del compromiso federal. 

				Los federalistas de los estados deseaban restaurar la legitimidad con las elecciones de 1832, por lo que cuando comenzaron a barajarse como candidatos Lucas Alamán y Nicolás Bravo, empezaron a buscar un candidato propio idóneo. Santa Anna no se mencionaba y, como aspiraba a la presidencia, aprovechó el malestar creado contra el gabinete de Bustamante para hacer que uno de sus oficiales se pronunciara en Veracruz. El Plan de Veracruz exigía la remoción de los ministros por haber sido acusados de asesinar a Guerrero, violar la libertad de imprenta y favorecer a la Iglesia y a la aristocracia. 

				El padre Mora había puesto a Francisco García en contacto con el general Mier y Terán, al que consideraba un hombre honesto y liberal y un candidato idóneo. Éste aceptó en la correspondencia estar por la abolición de los fueros, la reforma del ejército y la desamortización de bienes del clero, es decir, principios defendidos por el partido del progreso, y además “vínculo de unión entre las dos fuertes secciones que lo componían, provenientes de los partidos escocés y yorkino”.[29] 

				Zacatecas se había convertido en el estado líder por su hacienda saneada, minería próspera y su milicia cívica pertrechada. El gobernador García  temía que Alamán, con base en su puesto, manipulara las elecciones a su favor, por lo que tanto él como la legislatura desconocieron al gabinete, no sin desconfiar de Santa Anna. Aunque el plan de Veracruz tardó en encontrar eco, la lentitud con que se movió el ejército enviado a someter al rebelde lo favoreció y permitió que el general Esteban Moctezuma se adhiriera con las milicias de San Luis Potosí y se moviera hacia Tamaulipas. Los estados se mantuvieron al margen, pero los hados les jugaron una mala pasada, ya que los problemas en Texas se habían agudizado con la apertura de la primera aduana al haberse cumplido los primeros plazos de exención. Las naves norteamericanas, acostumbradas a pasar sin problema, dispararon a los soldados que intentaron hacerlos detenerse y fueron apoyados por los colonos. La furia hizo huir al comandante David Bradburn. En medio de esa delicada situación, desembarcó en Brazos el general Mejía para convencer a los texanos de apoyar el movimiento de Santa Anna, quien en compañía de Austin partió hacia su colonia. Deprimido por la situación del país y la certeza de que Texas estaba por perderse, Mier y Terán se suicidó el 2 de julio de 1832, dejando a los federalistas sin candidato.

				Los zacatecanos optaron por apoyar a Santa Anna a condición de que Gómez Pedraza fuera reconocido presidente y ocupara el puesto por el resto del periodo para el que había sido elegido. Con cinismo, Santa Anna aceptó. El movimiento contaba con las milicias veracruzanas y tamaulipecas y los recursos de las aduanas de Tampico y Veracruz, pero el apoyo zacatecano significó una inyección financiera y de las mejores milicias estatales y el apoyo de otros estados. El ejército mantuvo su lealtad a Bustamante, quien logró derrotar a las tropas al mando de Moctezuma en la hacienda de Gallinero, pero en lugar de ocupar Zacatecas se empeñó en negociar con García. En esas condiciones, recibió orden del Congreso para volver a la capital amenazada por Santa Anna, que había derrotado a Facio en Veracruz. Esto selló la derrota del gobierno, pues ante la penuria general, a Bustamante no le quedó otro camino que negociar la paz con Santa Anna y Gómez Pedraza el 22 de diciembre. El Congreso se negó a reconocerlos, pero el ejército impuso los Convenios de Zavaleta. Aunque la larga revolución hizo perder a las milicias y al ejército sus mejores hombres, tanto ganadores como perdedores obtuvieron ascensos y se aseguró el olvido total de agravios. Gómez Pedraza fue reconocido presidente hasta el 1 de abril de 1833 y se convocaron elecciones estatales y nacionales. Los estados que habían realizado elecciones internas se negaron. Zacatecas resintió los costos de la aventura, pues su hacienda empezó a mostrar números rojos y la división de su elite política, mientras la federación quedaba definitivamente en las redes de la usura. Los colonos texanos, que por primera vez se adherían a un movimiento político, aprovecharon la ocasión para convocar una convención para solicitar que Texas se erigiera como estado, que se extendiera la exención de impuestos y se suprimiera la prohibición de la entrada de angloamericanos. Una segunda convención decidió que Esteban Austin marchara a México a hacer las peticiones. 

				LAS ELECCIONES NO RECOBRAN LA LEGITIMIDAD Y SE INTENTA LA REFORMA

				Gómez Pedraza desplegó una gran diplomacia durante su corto gobierno y logró que los estados repitieran sus elecciones internas, a excepción de Zacatecas. Fracasó en lograr la reconciliación nacional pues en el ambiente quedaba la sensación del fracaso del sistema federal. Algunos observaron que los vencedores se dividían, pues “la parte militar propendía evidentemente a la dictadura” y la parte civil pugnaba por “abolir corporaciones, fueros y privilegios”.[30] 

				Realizadas las elecciones en marzo de 1833, resultaron electos Antonio López de Santa Anna y Valentín Gómez Farías. Don Valentín ejerció el ejecutivo casi todo el primer año por ausencia de Santa Anna. Ante la abstención de los vencidos en las elecciones, el Congreso quedó en manos de una minoría de hombres notables y con una mayoría de “vulgo, compuesto de hombres ardientes y atolondrados y de poca delicadeza”.[31] Apenas iniciada la nueva administración, estalló el pronunciamiento de Ignacio Escalada por la “religión y fueros” como reacción contra las medidas anticlericales del gobierno de Michoacán. Pero aunque pudo ser sometida, ya se había contagiado al estado de México con el pronunciamiento del general Gabriel Durán. Santa Anna salió a combatirlo, pero su segundo de mando, Mariano Arista, se pronunció en Huejotzingo, suscribiendo la lucha por religión y fueros y proclamando la necesidad de que el presidente ejerciera la dictadura. El movimiento se extendió por Puebla, México, Veracruz, Michoacán y Oaxaca, con importantes adhesiones. Algunas actas mencionaban ya el centralismo. No sabemos qué papel desempeñó Santa Anna, pues se anunció que lo tenían preso; lo más seguro es que, dudoso del desenlace, haya preferido escaparse y combatir a los rebeldes. La entrada del cólera retardaría el sometimiento. 

				Es posible que el pronunciamiento convenciera a los diputados y al vicepresidente de las dificultades que podría enfrentar la reforma liberal que proyectaban, lo que los llevó a aprobar la nefasta “ley del caso” por la cual se desterraba a una lista de individuos que pudieran oponerse a la reforma y que amenazaba con extenderse a otros “que estuvieran en el mismo caso”. Las legislaturas estatales imitaron la medida con sus propias listas, multiplicando las proscripciones y el descontento popular. En medio del cólera y el desorden social, llegó Esteban Austin con las peticiones texanas. Bien relacionado con el grupo en el poder, era seguro que las obtendría, pero el momento las retrasó. Irritado con el retardo, Austin se apresuró a escribir al ayuntamiento de Béjar, que no había estado de acuerdo con las convenciones, que sin esperar la autorización del gobierno procedieran a organizar el estado. Poco después el Congreso aprobó extender la exención y abolir la prohibición de inmigración angloamericana y el mismo Santa Anna explicó a Austin que no era el momento adecuado para convertir a Texas en estado, pero le prometió que el estado coahuiltexano haría reformas favorables a los colonos. Austin partió contento. Cuando Gómez Farías recibió noticias de la exhortación que Austin había hecho al ayuntamiento de Béjar lo consideró traidor y ordenó su detención y enjuiciamiento. En Saltillo fue detenido y, trasladado a México, fue puesto en prisión hasta que Santa Anna, al reasumir el poder, lo liberó.

				El general Juan Nepomuceno Almonte fue enviado a Texas para calmar la situación y no encontró motivo de alarma, pues había llegado el cólera. De todas maneras, en 1834 la legislatura de Coahuila y Texas aprobó las reformas prometidas y la provincia fue dividida en tres departamentos, para darle mayor representación; se aprobó el uso del inglés en trámites judiciales y administrativos, y el juicio por jurado, además de que se nombró a un angloamericano como juez superior. De esa manera, para 1834 los texanos ya no tenían motivo de queja, lo que no desalentó a los inmigrantes recientes que tenían propósitos anexionistas y que se mantuvieron alertas a cualquier oportunidad de llevar a cabo sus planes. Austin permaneció en México hasta mediados de 1835 y regresó a Texas por vía marítima; a su llegada el liderazgo había pasado a Samuel Houston, amigo de Andrew Jackson, lo que permitía anticipar los acontecimientos. 

				Mientras tanto, en México los radicales empezaron a llevar a cabo su programa de reformas en noviembre del 33: se suprimieron la universidad y algunos colegios; se creó una dirección general a cargo de la enseñanza; se suspendió la coacción civil para el pago de diezmos y cumplimiento de votos monásticos; se incautaron los bienes de las misiones de California y de Filipinas, y el 19 de diciembre de 1833 se autorizó al gobierno a proveer los curatos y sacristías mayores vacantes y a preparar la erección de una diócesis en cada estado, algo que significaba el ejercicio del patronato. La Iglesia había aceptado las reformas anteriores, aunque bajo protesta, y los obispos habían instado “a obedecer a las autoridades” en las cosas humanas, pero declararon que resistirían el decreto por considerar que el Estado intervenía en “potestades espirituales”. El mismo don Valentín consideró que la medida era impolítica y suspendió su aplicación. 

				Las protestas clericales y la inquietud popular por la proscripción de ciudadanos y por las medidas antirreligiosas hicieron que el Congreso autorizara la coalición de los estados el 22 de enero de 1834.[32] Vecinos, ayuntamientos, jueces de paz y otras autoridades firmaron representaciones que, en algunos casos, también signaron los curas del lugar como parte de la comunidad, pues la participación de la Iglesia fue mínima y poco atinada. Los curas Epigmenio de la Piedra y Carlos Tepistoc Abad lanzaron el 2 de febrero de 1834 un plan absurdo desde Ecatzingo.[33] En él proponían establecer una monarquía indígena de descendientes de Moctezuma. Mas el malestar ciudadano preocupó a Santa Anna, que había aprobado las reformas convencido de que con ellas Gómez Farías resolvería los problemas de la hacienda, pero temeroso de que el siguiente blanco sería el ejército. Eso lo llevó a invitar a José Antonio Mejía a pronunciarse contra el Congreso, quien no dudó en denunciarlo.[34] Gómez Farías se había enajenado a muchos federalistas y su ruptura abierta con Santa Anna lo debilitó. En abril, el Congreso ordenó al vicepresidente poner en ejecución el decreto del 19 de diciembre y los obispos se prepararon para partir al exilio. Santa Anna juzgó que era el momento de volver y el 20 de abril anunció su regreso, al tiempo que Orizaba se pronunciaba contra las leyes que atacaban la religión, recibiendo una avalancha de adhesiones. El 24 el veracruzano reasumía el poder pero se limitó a suspender las reformas, a excepción de la que afectaba los diezmos, porque dañaría a los estados. Nombró un gabinete de federalistas moderados “críticos de los excesos del 33”. El general presionó a los diputados para cancelar algunas leyes, y éstos, atemorizados, suspendieron las sesiones y, cuando intentaron organizar unas extraordinarias, en violación del reglamento, se encontraron con que el presidente había hecho recoger las llaves del recinto aprovechando un error de reglamento. Como el Plan de Cuernavaca del 25 de mayo, que acusaba al Congreso de haber traicionado la confianza de los electores y reconocía a Santa Anna como “única autoridad”, recibía adhesiones de todo el país, pasó desapercibida la protesta del Congreso. Gran parte del apoyo parece haber sido orquestado, ya que la mitad de unas 275 actas procedían de los estados de México y Puebla.[35] Las poblanas insistían en la restitución de su obispo y en los fueros del clero, y unas cuarenta aprovechaban para desconocer autoridades, en especial al vicepresidente Gómez Farías. 

				Por desgracia, estos eventos probarían ser funestos para el estado de Coahuila y Texas, cuya división se había magnificado. Los radicales habían trasladado la capital a Monclova, desplazando a Leona Vicario (Saltillo), que se declaró santanista y repudió al gobierno estatal por la violación de las leyes en la especulación de terrenos en Texas. El partido anexionista angloamericano aprovechó la coyuntura para organizar un gobierno separado y convocar una nueva convención en Béjar para octubre. El comandante Martín Perfecto de Cos impolíticamente tomó partido por Leona Vicario, a pesar de que Santa Anna apoyó la capital en Monclova.[36] 

				El Plan de Cuernavaca atemorizó a los estados. Zacatecas anunció su intención de hacer valer sus derechos,[37] mientras Querétaro, Puebla y Jalisco resistían, por lo que partieron tropas a someterlos. El general Luis de Cortázar, que dominaba el Bajío, intentó evitar un enfrentamiento abierto y el 6 de agosto firmó un convenio con el comandante en jefe de las tropas jaliscienses, José Antonio Mejía. Pero Santa Anna desconoció algunas cláusulas, lo que hizo renunciar al ministro de Guerra, José Joaquín de Herrera. Los estados intentaron reunir la coalición para defender el federalismo, con sus esperanzas en Francisco García, quien, consciente de los costos que había pagado Zacatecas por el movimiento de 1832, prefirió aceptar las protestas federalistas de Santa Anna, con lo que la coalición fracasó.

				El Plan de Cuernavaca sirvió para desfogar el descontento popular, y el sometimiento de los gobiernos rebeldes y el acuerdo con Zacatecas calmaron los ánimos, que se concentraron en las elecciones. La petición de cambio de sistema de gobierno despertó el celo federalista de Santa Anna, lo que hizo que la Secretaría de Guerra prohibiera al ejército participar en pronunciamientos centralistas y ordenara que al grito de “¿Quién vive?”, se contestara “¡Federación!” En las elecciones para el congreso los federalistas moderados ganaron la mayoría y se mostraron decididos a reformar la Constitución de 1824, retomando las propuestas presentadas por los estados en 1830: voto censitario, reducción de ayuntamientos y milicias cívicas, acusadas de contribuir al desorden y quitarle brazos a la producción, y que Guanajuato, Michoacán, Coahuila y Texas, San Luis Potosí, Oaxaca y algunos otros ya habían desmovilizado desde 1833. 

				Una vez realizadas las elecciones, Santa Anna solicitó permiso al Congreso para retirarse a su hacienda, lo que preocupó a los políticos. El Congreso nombró interino al general Miguel Barragán el 28 de enero. Gómez Farías, que había pedido desde hacía meses sus pasaportes, quedó cesante. Mas la tranquilidad volvió a alterarse al anunciarse que se discutía una iniciativa para “reformar” las milicias cívicas. Antes de fin de ese mes Jalisco enviaba una petición para que fueran abolidas. La legislatura zacatecana de inmediato envió una comunicación el 14 de febrero de 1835 en manos de una representación al congreso, solicitando que se cancelara la iniciativa por atentar contra la soberanía estatal. Como fracasara la petición, los representantes pidieron la exención para Zacatecas. El secretario de Relaciones, José María Gutiérrez de Estrada, trató de convencerlos de que eso sería en detrimento del derecho de los otros estados. El intento zacatecano retrasó la publicación del decreto, pero al final fue publicado el 31 de marzo de 1835. Para ese momento Juan Álvarez se había pronunciado en Texca, desconociendo al general Santa Anna y pidiendo la disolución del congreso recién instalado y una amnistía general. Álvarez fue sometido por Bravo, pero el movimiento se había extendido ya a Oaxaca y Puebla y Gordiano Guzmán lo había llevado a Michoacán, aunque fue sometido por Mariano Paredes y Arrillaga. 

				Al declarar las legislaturas de Zacatecas y Coahuila y Texas que no acatarían el decreto, los cimientos de la federación se removieron. Gutiérrez de Estrada trató desesperadamente de convencer a los zacatecanos a cumplir un decreto aprobado por el Congreso general. El gobernador Manuel González Cosío llamó al general Juan Pablo Anaya a encabezar las milicias del estado, pero la Secretaría de Guerra lo apresó. El gobernador pareció favorecer la negociación, pero los jefes de la milicia cívica se adelantaron a declarar que resistirían y, sin respetar su Constitución, que ponía las milicias a las órdenes del gobernador, eligieron al ex gobernador García como su comandante. El gobierno federal tuvo que ordenar la marcha del ejército para someter al estado al orden constitucional. A su paso por Aguascalientes las autoridades le expresaron a Santa Anna sus viejos deseos de separarse de Zacatecas y éste prometió promoverlo ante el Congreso general. No llegó a darse batalla, pues el gobernador García y las milicias huyeron ante el avance del ejército, lo que permitió a Santa Anna ocupar la ciudad el 11 de mayo de 1835 y enajenar al estado sus prósperas minas y el manejo de su Casa de Moneda, lo que afectó la economía estatal y la de toda la nación. 

				Coahuila y Texas temió que Santa Anna continuara hacia el estado, pero el general regresó al centro. Juan N. Seguín, jefe político de Béjar, convocó una convención que fue pospuesta al anunciarse el avance del comandante Martín Perfecto de Cos y su tropa. El recién electo gobernador Agustín Viesca asiló y escondió a Gómez Farías y buscó el apoyo de los texanos con la autorización para ellos de nuevas concesiones de tierras a cambio del envío de mil milicianos, que nunca aparecieron. Ante esas provocaciones, Cos acusó a Viesca de actos inconstitucionales ante el Congreso general, el cual ordenó su arresto. Como respuesta, la legislatura estatal autorizó a Viesca, el 21 de mayo, a “establecer su despacho en otro punto del Estado que no sea la capital” y éste se preparó a partir a Béjar el 25 de junio con un llamado a los ciudadanos de Texas.[38] Gómez Farías, temeroso de represalias, pidió garantías al presidente Barragán y se embarcó en Matamoros rumbo a Nueva Orleans. 

				 Desde el 8 de julio el jefe político de Nacogdoches había convocado a las milicias a tomar las armas,[39] de manera que cuando Austin llegó, el 1 de septiembre, estaba en plena ebullición. Viesca, convencido de que los texanos eran federalistas descontentos, marchó al norte a establecer su gobierno pero fue apresado y enviado a Monterrey, de donde logró escaparse. Aunque su aprehensión había sido utilizada por William Travis para exhortar a la rebelión a los colonos de Columbia,[40] cuando llegó a Béjar los texanos se negaron a reconocerlo como gobernador. La lucha estaba en marcha. 

				El desafío zacatecano y coahuiltexano al orden constitucional hizo temer a los políticos que el federalismo estaba fragmentando el territorio. El sistema federal había desilusionado a muchos y el mismo congreso se había convencido de que no bastaba la reforma, ánimo que pudieron aprovechar los centralistas, aunque conscientes de las dificultades para la anuencia de las legislaturas, que habían instruido a los diputados electos en 1834 a aprobar reformas a excepción de un cambio del sistema federal. Las noticias ratificaron la decisión centralista. El Congreso aceptó la propuesta de utilizar como voluntad nacional las actas suscritas. El acta de Orizaba del 19 de mayo claramente expresaba el deseo de variar el sistema federal por “otra forma de gobierno más análoga a sus necesidades, exigencias y costumbres” y la de Toluca precisaba que debía adoptarse una “forma de gobierno como más conveniente a su felicidad la popular, representativa, republicana, central”. Las adhesiones llegaron en torrente y hasta el nuevo ayuntamiento de Zacatecas se declaró por el Plan de Orizaba, cansado de los “desórdenes e inquietudes continuas que ha sufrido la república”. Don José María Bocanegra, federalista y servidor público, comentaría que las actas habían sido suscritas por “funcionarios públicos y un número increíble de ciudadanos, pudiendo asegurar que pedían el cambio de forma de gobierno, Estados, corporaciones y personajes”, no sin advertir la volatilidad de las opiniones políticas.[41] Una representación de Durango, en 1837, llegó a afirmar que las actas habían sido suscritas “con la presencia de la fuerza armada”,[42] pero todo hace pensar que era más bien la muestra de una esperanza de que el centralismo solucionaría los problemas, esperanza que se esfumaría apenas empezara a funcionar. 

				El análisis de las actas por el Congreso les dio una legitimidad de la que carecían, “la consumación de una revolución”, según Bocanegra.[43] Los congresistas concluyeron que era voluntad nacional que el congreso ordinario se convirtiera en constituyente y procedió a redactar las Bases Constitucionales que regirían mientras se redactaba la nueva constitución, y que se publicaron el 23 de octubre. En ellas se establecía el sistema central, que convertía a los estados en departamentos, con autoridades sujetas al ejecutivo de la nación. 

				Texas, que estaba ya libre de tropas mexicanas al haber logrado expulsar a Cos, utilizó la noticia de la instauración del centralismo para justificarse. La convención de noviembre de 1835 decidió seguir el consejo de Austin de no declarar la independencia para no perder el apoyo federalista. Así, el 3 de noviembre declaró roto el pacto con México, por el establecimiento del centralismo, y organizó un gobierno provisional basado “en los principios de la Constitución de 1824”. La convención autorizó contratar un empréstito, formar un ejército regular de 1   120 hombres y enviar tres personas a Estados Unidos a negociar un préstamo y ayuda, entre ellos Austin, convencido ya por la independencia.[44] La comisión publicó exhortaciones a angloamericanos a viajar a Texas para “luchar por la libertad”, a cambio de tierras. Zavala, recién llegado a Texas para explotar su concesión, contribuyó activamente.[45] Los federalistas mexicanos reunidos en Nueva Orleans participaron en una reunión de la Liga Anfictónica que expresó simpatía por el levantamiento texano, cosa que ha servido para acusar a Gómez Farías, Zavala y José Antonio Mejía de haber pactado la entrega de Texas, lo que es inexacto. El mismo Zavala confesaría que no le había sido fácil decidirse a tomar partido por la independencia de Texas,[46] y los otros se irían dando cuenta de su error. Para don Valentín recobrar Texas se convirtió en obsesión.

				La capitulación de las tropas mexicanas en Béjar el 14 de diciembre aceleró la marcha de una expedición para someter al departamento. El Congreso intentó detener la avalancha de voluntarios angloamericanos en apoyo de la rebelión texana, mediante una circular del 30 de diciembre de 1835 que advertía que “se trate y castigue como piratas a los extranjeros que penetren armados con aspecto hostil o introduzcan armas y municiones por algún puerto de la república”.[47] Este decreto fue mal interpretado por Santa Anna al mandar fusilar a los prisioneros de Goliad y ordenar muerte general en la toma de El Álamo. 

				Sin la preparación ni los abastecimientos necesarios, la expedición se adentró en Texas a principios de enero. El general José Urrea entró con buen pie mientras Santa Anna se dirigía a Béjar y asaltaba El Álamo el 6 de marzo. Mientras tanto, el 2 de marzo una convención reunida en Washington, en las márgenes del río Brazos, firmaba el acta de independencia de Texas y elegía como presidente a David G. Burnet y vicepresidente a Lorenzo de Zavala. Entre los contados mexicanos que firmaron el acta estuvieron Zavala, José Antonio Navarro y Francisco Ruiz. El acta estaba llena de falsedades y amnesias. Se justificaba como una lucha contra la tiranía, defensa de los derechos básicos, anulación del pacto federal; y como estaba dirigida al público norteamericano, no mencionaba la esclavitud para no enajenar el apoyo del norte. Se afirmaba que México había invitado a los colonos “bajo la fe de una constitución escrita”, que les permitiría gozar de las “instituciones republicanas a que estaban acostumbrados” y se quejaban de habérseles negado “el derecho de adorar al Ser Supremo”.[48] Pasaban por alto que los primeros empresarios habían solicitado sus concesiones de gobiernos monárquicos y que nunca fueron víctima de tiranías, pues la primera dictadura se establecería de 1841 a 1843. Olvidaron que violaron las condiciones religiosas y jurídicas con las que habían obtenido las concesiones. Habían aceptado ser católicos y habían gozado de privilegios que no tenían otros mexicanos, nunca pagaron impuestos y obtuvieron defensa y tierra, y se les había reconocido su lengua y el juicio por jurado. Los mexicanos habían confiado en que de esa forma asegurarían su lealtad, creyendo que podrían implementar así un modelo para poblar el septentrión. La importancia que tuvo la esclavitud la confirma la lectura de la constitución adoptada, que se inspiró en las de los estados sureños[49] que garantizaban la esclavitud permanente, sin que el congreso pudiera emancipar ni sus propietarios manumitir a los esclavos sin el consentimiento de aquél. Se negó que negros libres pudieran residir en Texas sin permiso del congreso y la sección 10 declaraba ciudadanos a todos los residentes de Texas, a excepción de los africanos e indios.[50]

				Al igual que el fracaso de la colonización de Texas, se puede decir que el fracaso del federalismo era inevitable. La situación lamentable que rodeó su establecimiento y el radicalismo de su interpretación, cuyos tintes confederales le negaban atribuciones fiscales sobre los ciudadanos al gobierno nacional, haciéndolo depender de los estados, lo condenó a una debilidad extrema que le impidió cumplir con las obligaciones que le fijaba la constitución. 
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				LA ORDENACIÓN POLÍTICA TERRITORIAL DE LOS ESTADOS DE LA FEDERACIÓN: UNA HUELLA PERENNE: 1824-1835

				HIRA DE GORTARI RABIELA[1]

				En un trabajo anterior[2] mostré las principales características de la organización política territorial durante la primera república federal. Resumí las décadas precedentes, convencido de que una de las líneas directrices fue elaborada y puesta en práctica durante el siglo XVIII por la metrópoli, y luego adecuada por los gobiernos novohispanos, antes y después de Cádiz. Revisé la arquitectura constitucional gaditana del territorio que le dio una dimensión inédita a la representación y la territorialidad, y a las divisiones un significado político al estructurar a la monarquía en provincias y municipios. Concluí con las continuidades en la organización territorial del constitucionalismo de 1812 en la constitución de 1814, el Acta Constitutiva, y en la Constitución de 1824 y sus novedades. Ahora abordo la organización territorial en los estados de la federación, derivada de las facultades soberanas establecidas en las leyes y disposiciones de la Constitución de 1824 que dieron una estructura política y administrativa compuesta por ayuntamientos y partidos, jurisdicciones territoriales antiguas a las que se añadió una nueva delimitación jerárquicamente superior bajo la autoridad de un cuerpo de funcionarios encargados de administrarlos como representantes del poder ejecutivo estatal, con el propósito de centralizar el control de su territorio.

				Analizaré la capitalidad y la centralidad del sistema como eje político-administrativo, procedente del régimen de intendencias y provincias constitucionales, que ordenó y jerarquizó las jurisdicciones estatales; también las modificaciones, límites, frontera, y el establecimiento de nuevos estados y un territorio en el marco de disputas y enfrentamientos que revelan una historia y una geografía política dinámica. Me interesa subrayar que hice un análisis comparado para establecer una perspectiva general del funcionamiento del sistema federal y los matices de los estados en la cuestión política territorial. No abordo la división fiscal, judicial ni eclesiástica por su enorme complejidad.

				El trabajo se inserta en el campo de la historia política institucional, ligado a la geografía política, para analizar en conjunto el sistema político con sus rasgos principales, tema que ha merecido poca atención y que empieza a explorarse en otras latitudes en estudios generales o monográficos. Como fuentes principales utilicé las constituciones de los estados, un número importante de leyes estatales, disposiciones de gobierno interior, las memorias de gobierno de diversas entidades, varias colecciones de leyes y textos constitucionales de Estados Unidos, Francia y España.

				LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE LOS ESTADOS

				En el primer federalismo mexicano predominó una arquitectura territorial con variantes y un sin fin de estructuras, distinta a los modelos adoptados en Francia y España, que ordenaron su territorio a partir de criterios unitarios y homogéneos.[3]

				La ordenación territorial establecida en la constitución de 1812 se pospuso para tiempos políticos más favorables, como señala el artículo 11; en el discurso preliminar del texto, la comisión consideró que la propuesta requería “para su perfección un cúmulo prodigioso de conocimientos científicos, datos, noticias y documentos que la comisión ni tenía ni podía facilitar en las circunstancias en que se halla el reino. Así ha creído debía dejarse para las Cortes sucesivas el desempeño de este tan difícil como importante trabajo”.[4] 

				En el primer federalismo la organización territorial quedó en manos de los congresos estatales; en cambio en Francia los hizo la asamblea y en España, las Cortes, lo que indica que México siguió el modelo norteamericano que reconocía la soberanía estatal, aunque sin olvidar que se sustentaba en la importancia adquirida por las provincias novohispanas.[5] Las legislaturas consideraron la jurisdicción territorial como facultad soberana de la constitución de 1824. Su ejercicio se adelantó a la promulgación del texto constitucional en estados como el de México, Oaxaca y Jalisco. Contar con un reglamento o ley era indispensable para ejercer el poder y administrar su jurisdicción. La sistematización de la ordenación territorial fue prioritaria, por lo que los estados fueron elaborando disposiciones e incluso haciéndoles modificaciones. Los territorios de Tlaxcala, las Californias, Nuevo México y el Distrito Federal, por su estatus jurídico dependiente del congreso general, no llegaron a legislar al respecto, pues los intentos resultaron infructuosos. La consulta de las disposiciones estatales sobre la materia permite una perspectiva adecuada para su análisis y comparación. La característica común fue la organización del conjunto territorial como una unidad, enumerando, sistematizando y jerarquizando sus componentes. Este método no era novedoso, como sí lo fueron las intendencias en el siglo XVIII.

				Algunos estados se preocuparon temprano por la organización territorial. La provincia de Guadalajara, al declararse estado libre de Jalisco en 1823, definió su territorio en los 28 partidos que componían la intendencia,[6] encabezada por un gobernador. Reconoció a México como centro de unión de los estados federales mientras se reunía el congreso. Oaxaca también se asumió como estado libre con los 20 partidos[7] de la intendencia y reconoció como capital a México. La legislatura del estado de México debatió un proyecto en marzo de 1824 y en agosto promulgó una ley provisional que luego se incluyó en el texto constitucional aprobado en 1827. La comisión del proyecto precisó sus fundamentos, lo que requirió gran trabajo y reflexión para definir la organización territorial del estado, que podía haber servido de ejemplo para otras entidades. Esto mostraba la madurez de los legisladores mexiquenses en la comprensión del control territorial. La comisión consideró indispensable procurar el mayor detalle posible, tomando en cuenta “una sociedad preexistente, señora de sí misma y del territorio que ocupa”, dándole prioridad al gobierno interior de los pueblos, en particular del municipal, al que reglamentaron sus funciones y límites y redujeron su jurisdicción territorial. Mantuvieron la elección de sus gobernantes, pero sujetos al poder ejecutivo. La comisión estableció una división territorial que asegurara el dominio sobre los ayuntamientos, dividiendo el territorio en seis grandes secciones, denominadas distritos, que agruparan “aquellos pueblos, en cuyas costumbres, intereses e industria se ha advertido alguna mayor semejanza. De este modo se facilita más su administración interior”. Cada unidad territorial creada contaría con un jefe, dependiente del gobernador, denominado prefecto.[8] Los 67 artículos de la ley del gobierno interior del estado precisaron el territorio compuesto por los partidos de la provincia. El legislativo quedó facultado para establecer o suprimir cuerpos municipales y determinar su organización, territorio, partidos y distritos, detallando estos últimos, así como la estructura de autoridad de prefectos y subprefectos.[9] Es importante subrayar la soberanía ejercida por los estados para delimitar su territorio y composición, no sin querellas por límites o fracciones territoriales, aunque en su mayor parte el cuerpo territorial de cada estado quedó sancionado.[10]

				CAPITALIDAD Y CENTRALIDAD EN LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL SISTEMA FEDERAL 

				Conceptos como capitalidad y centralidad, ambos de carácter político y geográfico, se consideraron en la organización y jerarquía del territorio desde el siglo XVIII y sirvieron de sustento a la ordenación federal. Su connotación aludía a la preeminencia de ciudades capitales y también a su localización, aunque no necesariamente coincidiera con un centro, pues su importancia demográfica, redes de intercambio o categoría jurisdiccional les otorgaban la centralidad.[11] Estos criterios habían tomado en cuenta estudios del territorio del siglo XVIII. Tal el caso de José Antonio Villaseñor en su Theatro americano de 1745, quien se preguntaba sobre “la distancia de la cabecera de esa jurisdicción a esta capital, y a que rumbo está situada, y así mismo las de todos los pueblos, villas y lugares a dicha cabecera y a todas las demás de su jurisdicción, con sus temperamentos, leguas y rumbos”. En 1777 Antonio de Ulloa instruía a quienes le recopilaban información: “Se considerará la capital del reino de México por punto principal y centro, de donde se contarán las distancias para todas las partes que se describan”. En otra escala, se tomarían en cuenta las distancias, “verbigracia tal ciudad principal, capital de tal provincia, partido o alcaldía, corresponde entre el norte y el oriente de México, tanta distancia de aquella capital”.[12] El esquema racionalizaba y distinguía las jerarquías del territorio novohispano: la ciudad de México como capital y eje central del sistema, y un conjunto de partes subordinadas de ciudades y cabeceras, centros a su vez de sus jurisdicciones respectivas. El esquema territorial se organizó a partir de las ciudades capitales del sistema de intendencias. En la Razón de las jurisdicciones y territorios que acompañaba a la Ordenanza de 1786 se especificaron las 12 intendencias con sus capitales respectivas: México, Puebla de los Ángeles, Nueva Veracruz, Mérida de Yucatán, Antequera de Oaxaca, Valladolid de Michoacán, Santa Fe de Guanajuato, San Luis Potosí, Guadalajara, Zacatecas, Durango y Arizpe. Cada intendencia se estructuró y jerarquizó bajo la jurisdicción de su cabecera, donde se estableció el intendente, funcionario superior con facultades en los ramos de hacienda, justicia, policía y guerra. Era un ordenamiento territorial bajo criterios y normas semejantes. La capitalidad fue uno de los principios de su coherencia, una jerarquización de ciudades encabezadas por la capital, México, seguida por el resto de las capitales de intendencia. Se reconocía a las ciudades como eje articulador de los territorios de las intendencias, respondiendo a la importancia que esas ciudades desempeñaban, casi sin excepción, en diferentes lugares y ámbitos de la organización económica y social de la Nueva España.

				Con la constitución de 1812 la estructura político-territorial de la monarquía la encabezó Madrid como capital, seguida por las capitales de las provincias. La capitalidad provincial se fortaleció con la instauración de las diputaciones. En Nueva España su establecimiento fue un paso importante en la organización política del territorio, aunque su funcionamiento fue de corta duración, al suspenderse su vigencia. En la primera etapa fueron seis las diputaciones que entraron en funciones: dos en la Nueva España, una en la capital y otra en la ciudad de San Luis Potosí; una en Guadalajara, Nueva Galicia; una en Mérida, Yucatán; una en Monterrey, Provincias Internas de Oriente; y una en Durango, Provincias Internas de Occidente. Los novohispanos insistieron en la creación de 12 diputaciones, una por cada intendencia. En 1820 se creó la de Valladolid y en 1821 las Cortes aceptaron establecer una diputación por cada intendencia instalada en las capitales respectivas. La instalación de diputaciones y ayuntamientos constitucionales a lo largo de la Nueva España, y su permanencia después de la declaración de independencia, acentuaron la dinámica provincial y local como expresión de intereses diversos. Para 1823 había 23 capitales provinciales: Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Durango, Guadalajara, Guanajuato, México, Michoacán, Nuevo León, Nuevo México, Nuevo Santander, Oaxaca, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Texas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán y Zacatecas.

				El establecimiento del federalismo no modificó la ordenación territorial. Cada estado y territorio mantuvo su ciudad capital, refrendada por sus constituciones, a excepción de los territorios, incapacitados por el Congreso general para dotarse de un texto constitucional. Así se confirmaron 19 capitales estatales y cuatro territoriales, con inclusión de la ciudad de México, que tenía tal condición. Este número se modificó con la separación de Sinaloa y Sonora, cada una con su capital, y con el recién establecido territorio de Aguascalientes, en 1835. La designación de capitales causó disputas en el Congreso general. La ciudad de México fue dotada de una superficie del estado de México, con un trazo circular para formar el Distrito Federal como albergue de los tres poderes de la federación. Mantenía su primacía como capital de la nación a la que se subordinaban las capitales estatales y de los territorios. 

				En el ámbito estatal, en el estado de Occidente se confirmó Arizpe como capital, con el rechazo de los que se inclinaban por Culiacán, conflicto que sólo se resolvió al fraccionarse el estado en dos. Sinaloa justificó su elección de “la Villa de San Miguel de Culiacán” por ser “punto muy del propósito, así por su perfecta centralidad, como por las demás circunstancias que la hacen apreciable”.[13] Los intereses provinciales lograron el apoyo del Congreso general. Otro problema fue el de Chiapas en 1833, al declarar la legislatura el traslado de los tres poderes estatales de San Cristóbal a Tuxtla. El dictamen se justificó por la petición de distintas prefecturas que señalaban diversas razones, pero fueron disturbios en San Cristóbal por motivos religiosos los que decidieron a la legislatura a trasladar la capital a Comitán, Chiapa o Tuxtla. La prefectura del departamento del oeste (formada por las municipalidades de Tuxtla, Chiapa y Suchiapa) consideró: “Trasládense nuestros supremos poderes al punto que mejor les acomode, bien sea en la villa de Chiapa, antigua capital del estado, o a esta ciudad [Tuxtla] aunque no quisiéramos indicarlo, porque no se crea que nos animan miras de ambición y engrandecimiento”. Se pensaba que la capital no era inamovible, puesto que las mismas Cortes españolas habían dictaminado que la capital estaría donde estuviera el rey, y el sistema republicano no tenía una sede propiamente dicha. El gobierno se inclinó por Chiapa, pero la legislatura optó por Tuxtla por tener más población y por considerar excéntrica a Comitán.[14]

				UN COMPONENTE DE LA ESTRUCTURA TERRITORIAL: LOS PARTIDOS 

				Los municipios —escala menor— y los partidos que los agrupaban, constituyeron parte fundamental de la estructura territorial en las constituciones estatales, leyes y disposiciones: los primeros con sus ayuntamientos con funciones administrativas y de representación política, y los segundos como unidades mayores con jurisdicción administrativa, judicial y electoral. La categoría territorial de los partidos, establecida por la monarquía española, tuvo larga vida, muestra de la vigencia de la estructura territorial anterior. Ningún estado modificó el régimen de partidos, aunque Jalisco los llamó departamentos y Veracruz cantones, pero conservaron la misma jurisdicción política y territorial. Pese a su importancia, se les ha prestado poca atención. En la tradición, partido correspondía a los usos castellanos, como merindades a los vascos y navarros y veguerías a los catalanes y mallorquines. El concepto fue utilizado desde el siglo XVI y llegó hasta el XIX. En las Relaciones geográficas del XVI ya forma parte de los términos que definen una jurisdicción y se asocia con cabecera y distrito. Un partido comprende un conjunto de pueblos y tiene una cabecera, pero podría denominarse distrito, pues ambos tenían una jerarquía superior en la organización territorial y es difícil distinguirlas. Es posible que sean sinónimos, dada la casuística de conquista y colonización que designó términos territoriales sin orden ni concierto. El Diccionario de Autoridades de 1726 señala: “Se llama también el distrito o territorio, que está comprendido de alguna jurisdicción o administración de una ciudad principal, que se llama su cabeza”. Los partidos mantuvieron su continuidad no sólo como categorías, sino también como unidades territoriales delimitadas. De acuerdo con Gerhard: “Las alcaldías mayores fueron rebautizadas partidos o subdelegaciones, regidos por subdelegados, cuyas funciones y comportamiento no diferían mucho de los de los alcaldes mayores”.[15] Los partidos de cada una de las intendencias fueron el antecedente para la organización de los estados. El cuadro 1, hecho con información proporcionada por Horst Pietschmann y Navarro Noriega para los años 1786 y 1813, incluye los partidos de la mayoría de las intendencias. Es interesante apreciar que la regla fue la continuidad en su número, a excepción de Michoacán y Durango, que los redujeron.
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				La constitución de 1812 mantuvo los partidos como categoría territorial, integrando con ellos a las provincias tanto en la metrópoli como en los reinos ultramarinos. La jurisdicción servía como base para las elecciones y la impartición de justicia.[16]
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				Comparar el número de partidos anterior —de los que se tiene información— al federalismo y sus estados, resulta interesante para apreciar la continuidad territorial. El estado de México, Jalisco, Michoacán, Oaxaca, Puebla, Veracruz y San Luis Potosí mantienen la estructura sin alteración, salvo por un partido más o uno menos. Hace falta corroborarlo en el resto, pero parece que se mantuvo la ordenación territorial de partidos sin modificaciones. Será necesario considerar su significado político en futuros análisis.[17]
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				La conservación de partidos como parte fundamental de la organización territorial dio uniformidad a la división de las jurisdicciones, al mantener unidades territoriales delimitadas de diversas dimensiones y con criterios heterogéneos. Al respecto, hasta donde he explorado el asunto, no he encontrado interés manifiesto por alterar dicho esquema, lo que permite afirmar que la ordenación en partidos era funcional, respetaba intereses creados y procuraba una coherencia político-administrativa que no obstruyó el funcionamiento de la administración y del gobierno con el cambio de régimen.
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				Comparar los mapas de los partidos resulta revelador. Por razón de espacio incluyo sólo los de Oaxaca y San Luis Potosí. Oaxaca tenía exactamente el doble de partidos que San Luis Potosí y en su delimitación se aprecia una complejidad extrema. Para delimitarlos se dibujan curvas y círculos casi completos, muestra de una complicada historia territorial. Como símil recuerda la representación de un cerebro. En cambio el de San Luis es de una gran sencillez, con espacios delimitados sin demasiados vericuetos y con proporciones relativamente homogéneas. Una cartografía tan distinta se explica por el contraste en densidad demográfica y el número de poblaciones: Oaxaca con numerosos pueblos indígenas de larga historia, y San Luis con una población más reducida y grandes espacios deshabitados.
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				OTRO COMPONENTE TERRITORIAL: LOS DEPARTAMENTOS O DISTRITOS Y SU ESTRUCTURA DE MANDO

				La incorporación de los municipios con sus ayuntamientos a los partidos, tal como se habían integrado las provincias, formó la base de la estructura jerárquica. Pero las elites políticas estatales coincidieron en la necesidad de crear y delimitar otra órbita de autoridad que englobara a los partidos para su gobierno y administración, y que estuviera por encima de municipios y partidos. La creación de esa instancia jurisdiccional fue una novedad en la organización territorial fundamentada en el constitucionalismo francés. Con la consulta de un sinnúmero de leyes y decretos referentes a la materia se constata que la medida se extendió al conjunto de los estados, con excepción de Nuevo León y Zacatecas. La nueva categoría territorial se denominó departamento en la mayoría de las entidades; distritos en dos de ellas, y cantón en una, pero en todas equivalentes. Los mapas de San Luis Potosí y Oaxaca ilustran la organización en departamentos y la integración de los partidos correspondientes.[18]

				El origen de los términos “departamento”, “distrito” y “cantón” remite a la tradición política francesa, particularmente del periodo posrevolucionario. Como dijimos, la constitución de 1791 definía al territorio como único e indivisible, subdividido en tres niveles jerárquicos y con delimitaciones territoriales diferenciadas. Lo encabezaban los departamentos, integrados por distritos, y éstos por cantones. La constitución de 1795 reiteró el carácter indivisible del territorio y su organización jerarquizada, pero incorporó a los cantones, que estarían formados por comunas. Desapareció el distrito, sustituido por el cantón.[19] He encontrado que distrito se utilizaba en el mundo hispánico desde tiempo atrás, y el Diccionario de Autoridades lo define como una “extensión, espacio o término de alguna provincia, y generalmente cualquier espacio de tierra” o como “el espacio o territorio que comprende la jurisdicción de un juez o señor”. En la constitución francesa de 1791 district es una unidad territorial intermedia entre departamento y cantón. Pero creo que fue la acepción francesa la que se utilizó, al referirse a una circunscripción jerárquica y de agrupamiento de unidades menores. Cada legislatura estatal utilizó las categorías antes mencionadas según lo consideró adecuado.[20]

				Es importante averiguar por qué se estableció una circunscripción territorial mayor como los departamentos, distritos o cantones. ¿No habrá parecido suficiente el control que pudieran ejercer los partidos sobre los municipios? Las elites políticas consideraron imperioso ejercer un dominio más efectivo, y no les bastaba la estructura de partidos. La legislatura del estado de México fue pionera al constatar que los ayuntamientos, durante el periodo anterior al federalismo, se extralimitaban en sus prerrogativas, asumían facultades, perturbaban la paz pública, y se integraban por funcionarios que desconocían la reglamentación y que obstaculizaban y limitaban el cumplimiento de su encomienda.[21] Por lo tanto, desde 1824 se buscó precisar sus facultades y reglamentarlas, sin afectar su carácter electivo. El proyecto de organización consideraba indispensable arreglar el gobierno interior de los pueblos, es decir, “sistemar el gobierno municipal”. Los ayuntamientos quedaron subordinados al ejecutivo estatal, para lo cual se crearon distritos, categoría territorial superior a los partidos, al 

				dividir el territorio de todo el estado en seis grandes secciones, a las que llamó distritos [...] se ha procurado proceder de tal suerte que queden juntos en lo sucesivo, formando un solo distrito aquellos pueblos, en cuyas costumbres, intereses e industria se ha advertido alguna mayor semejanza. De este modo se facilita más su administración interior.[22] 

				FUNCIONARIOS TERRITORIALES

				El establecimiento de unidades territoriales por encima de los partidos conllevaba una estructura jerárquica de autoridades, con el referente de la administración de la constitución francesa de 1791 al estipular que cada departamento contaría con un cuerpo administrativo superior, y en cada distrito uno subordinado. En la de 1793 se mencionaban tres niveles jerárquicos: la administración municipal, la intermedia y la central, y en 1795 se simplificó en una administración municipal y una central.[23] La experiencia francesa se tomó en cuenta para establecer autoridades superiores, a las que se denominó prefectos: “A cada una de las secciones era consiguiente señalarle un jefe inmediato que la administrase como dependiente del gobernador: éstos son los magistrados a quienes la comisión ha dado el nombre de prefectos”.[24]

				La reglamentación del estado de México se extendió a otros estados, al crearse extensiones jurisdiccionales por encima de los municipios y partidos, incluyendo la creación de funcionarios a su cargo. Su reglamentación se aprobó después de promulgarse las constituciones o se completaron decretos iniciales, de forma que la medida se generalizó entre 1824 y 1835. La designación de prefecto se utilizó en Michoacán, Puebla, Querétaro y San Luis Potosí. El resto de los estados, con excepción de Durango, Nuevo León y Yucatán, adoptaron los equivalentes de jefe político, jefe de policía, jefe de departamento y gobernador. En principio podría considerarse la creación de los prefectos o sus equivalentes como novedad institucional, aunque con matices, pues concuerda con experiencias del periodo constitucional gaditano. En el estado de México se adoptó la figura de jefe político, que fue un modelo tanto en sus funciones y responsabilidades como en la supeditación de los ayuntamientos a su autoridad. El prefecto, designado por el ejecutivo estatal como el jefe político por el monarca, contribuyó de manera importante a fortalecer el gobierno y la administración del territorio a su cargo, favoreciendo los intereses estatales. Asimismo, la denominación de jefe de policía hace referencia a la noción de ciencia del gobierno, de uso frecuente en el siglo XVIII.

				El origen del prefecto, que encabezaba el gobierno de los departamentos, proviene de la Francia posrevolucionaria. Su uso se extendió a la España napoleónica, que en 1810, para “establecer de un modo uniforme el gobierno civil de los pueblos del reino”, dividió la península en 38 prefecturas.[25] El antecedente más cercano fue la inclusión del cargo de prefecto en un proyecto de constitución de 1823 que lo dejaba al mando de las provincias.[26] 

				Los prefectos, jefes de policía o de departamento, y sus subalternos, subprefectos y subjefes, eran designados por el ejecutivo estatal en la mayoría de los estados. En otros los ayuntamientos proponían. En el estado de México el gobernador los nombraba. En Puebla el consejo de estado proponía ternas al gobernador, al igual que en Veracruz. En Zacatecas eran los ayuntamientos los que proponían ternas a los jefes políticos. En San Luis Potosí los elegían los ayuntamientos. Como el mecanismo respondió a la decisión de los grupos políticos en cada estado, hubo un abanico de posibilidades: de la designación directa a la participación de los ayuntamientos, lo que significaba gobiernos con mayor o menor grado de centralización en el ejecutivo o de intervención de otros órganos de gobierno. Cuando eran votados se ampliaban los espacios de participación, lo que daba mayor legitimidad a los electos. La duración en el cargo variaba, y hasta era posible la reelección indefinida.[27] En el estado de México se consideró a los prefectos como “los jefes supremos de cada distrito”, lo cual simplificaría “la administración del gobierno que tan imperfecta y complicada sería de otra suerte: por ella también percibirán los pueblos las ventajas de una administración fácil y cercana”.[28] Leyes y decretos detallaron las funciones de los prefectos, jefes de policía y de departamento y de sus subalternos. En las maquinarias estatales de gobierno esos funcionarios fueron el núcleo de poder más importante después del gobernador, por el estrecho contacto con él y por la información que le proveían sobre la situación de su jurisdicción y del conjunto del estado.

				Los funcionarios superiores regían su actuación en el marco jurídico de la Constitución general, el Acta Constitutiva, y la constitución, leyes y decretos estatales. Sus funciones cubrían una amplia gama de actividades, y la comparación de las obligaciones de los prefectos del estado de México, Puebla y San Luis Potosí permite advertir similitudes importantes, aunque con variantes que se explican por el control más radical en el estado de México y el menos coercitivo en San Luis Potosí. En su jurisdicción, en general eran responsables de la tranquilidad pública, el buen orden, la seguridad de las personas y sus bienes, con autoridad para imponer sanciones e incluso la cárcel. La buena marcha de la administración y la policía involucraba un sinnúmero de tareas y la vigilancia del cumplimiento de las leyes y órdenes gubernamentales. Se les encomendaba vigilar las escuelas de primeras letras y fungir como examinadores de maestros aspirantes, recopilar estadísticas, atender el abasto, evitar el trabajo coercitivo de indios, perseguir delincuentes, vigilar empleados de la hacienda pública, proponer obras públicas, conceder permisos de casamiento, ejercer como funcionarios electorales y dirimir controversias, intervenir en las disputas por las tierras comunes y ejercer mando sobre la milicia cívica. En caso de epidemias acordarían con las autoridades de sanidad las medidas a tomar. Debían procurar que los habitantes “se reduzcan á vivir en poblado [...] dispersos en los campos, para que constituidos en sociedad puedan recibir la educación religiosa y civil correspondiente”. En la órbita municipal, sin exceder facultades “ni se distraigan de su instituto”, presidían los ayuntamientos, revisaban su administración y uso de fondos y bienes del común, enviando los informes para la aprobación del gobierno. Además estaban autorizados para suspender regidores por causa justificada y debían visitar periódicamente su jurisdicción, al igual que los funcionarios subalternos de sus partidos.

				Varios estados buscaron incrementar el número de habitantes requerido para establecer ayuntamientos. No se sostuvo el requisito de mil habitantes de la constitución de 1812 con el argumento de que se habían establecido en lugares que no cumplían con esa cifra, pues “por el deseo de gobernarse por sí mismos, abultaron su censo y arrancaron de la autoridad correspondiente un decreto para la instalación de sus municipalidades”. Además, por “el hábito de ser regidos por corporaciones que denominaban repúblicas [...] les hizo multiplicar aquellos más allá de lo que la ley permitía”. Las razones ilustran la inquietud que provocaban los pueblos indígenas legitimados como actores de la vida política.[29] La mayoría de las legislaturas, a excepción de Chiapas, Coahuila-Tejas, Jalisco, Nuevo León, San Luis Potosí y Tamaulipas, mantuvieron el criterio de mil habitantes. Los incrementos oscilaron entre dos mil y cuatro mil. El estado de México y Michoacán cuatro mil; otros seis estados tres mil y dos más dos mil. Tabasco no especificó el número, pero restringió los ayuntamientos a las cabeceras de partido. La medida fue exitosa, al reducir drásticamente el número en varios estados.

				DISPUTAS Y ARREGLOS TERRITORIALES

				La delimitación de las jurisdicciones estatales no fue definitiva, de manera que existieron conflictos y disputas entre estados, partidos y pueblos por límites: la disolución del estado de Occidente y la conversión del partido de Aguascalientes en territorio, así como la problemática frontera del norte con Estados Unidos, pactada en el Tratado Adams-Onís en 1817 y reconocida en el Tratado de 1832 entre Estados Unidos y México. Por lo tanto, el territorio fue susceptible de alteración y adecuaciones.

				Límites estatales

				El Acta Constitutiva de 1823 estableció los estados y su sanción en la Constitución de 1824 significó un reconocimiento a las jurisdicciones. Pero los límites entre los estados no se consideraron definitivos, y así algunos se volvieron contenciosos, como en el caso de Guanajuato y Jalisco, que tuvieron que acordarlos “dando cuenta al congreso de lo que se practicare para su aprobación”. Chihuahua y Durango también tuvieron que ponerse de acuerdo sobre “el punto donde debe comenzar a tirarse la línea divisoria de terrenos de uno y otro estado; debiendo ser dicho punto por aquel rumbo el último de las pertenencias del río Florido”. Una vez nombrado un comisionado por cada estado y ejecutadas las medidas, se señalarían “los límites divisorios de ambos estados, dando cuenta del resultado a este congreso en su próxima reunión”. Otro caso fue el de Tabasco, ante la pretensión de Chiapas “de adelantar su línea de demarcación hasta más acá de los pueblos de Monte Cristo y San Francisco Guatacalco”. El gobernador preparó “documentos respetables por su antigüedad; e incontestables por su autenticidad otros [que] indican una equivocación que no podrá menos de conocer a su tiempo el gobernador de aquel estado” para que buscaran solución “las legislaturas particulares con intervención y conocimiento del Congreso General ”. Zacatecas también le reclamó a Jalisco el cantón de Colotlán por pertenecerle anteriormente. Los litigios involucraron también a más de dos estados: Oaxaca, Puebla, México, Tabasco y Veracruz requerían ponerse de acuerdo con sus límites, por cesiones de tierras para su colonización. Se instó al congreso de Veracruz a arreglarlo amistosamente con las legislaturas de los otros estados, mediante comisiones para ello, solicitando a “los archivos, donde se crea existir el documento en que constan los confines de este estado con sus circunvecinos, o se pida directamente al supremo gobierno”. Un caso semejante lo provocaron los límites de Michoacán con Jalisco, México y Guanajuato.

				La falta de continuidad en los territorios de las intendencias de Veracruz y Zacatecas también provocó problemas. Veracruz contaba con nueve alcaldías, con la peculiaridad de que las de Pánuco y Tampico quedaban separadas del resto de la intendencia, ya que las de Huayacocotla, Chicontepec y Huachinango, de la intendencia de Puebla, la cortaron en dos partes. No parece haber otra explicación que la otrora poderosa Puebla habría perdido su acceso directo al mar si las alcaldías mencionadas quedaban bajo la administración de Veracruz por el interés de integrar unidades territoriales. El problema se resolvió apenas en 1853, cuando ese territorio se le reconoció a Veracruz. Esa pérdida se añadió a la porción sustraída previamente para la creación de la misma intendencia.[30]

				Con la intendencia de Zacatecas ocurrió algo parecido, al quedar dividida en tres partes. Uno de sus intendentes lo hizo notar para su remedio. En un mapa se señaló que el partido de Aguascalientes, dependiente de la intendencia de Guadalajara, quedaba a una legua de distancia de la capital de Zacatecas. Este estado tuvo problemas parecidos con poblaciones de la intendencia de San Luis Potosí que cortaban sus límites en el paso a la subdelegación de la Sierra de Pinos y que, en el caso del partido de Tlaltenango, dividía a la intendencia del gobierno de las fronteras de San Luis Colotlán. La solución definitiva sólo se logró en 1857.[31] 

				La frontera

				La integridad territorial fue una preocupación constante del gobierno general, pues el norte era un flanco débil ante el expansionismo de Estados Unidos y las rebeliones de pueblos indígenas. En 1825 el ministro de Relaciones, Lucas Alamán, informaba al poder legislativo que las sublevaciones de los pueblos indios “han amagado perturbar la tranquilidad” de varios estados, así como la cuestión fronteriza con Estados Unidos y la trashumancia de indios que circulaban entre ambas fronteras sin control. A la inestabilidad constante de los gobiernos se sumaron los costos de tropas habilitadas, pérdidas materiales y la zozobra de la población.[32] Esta cuestión inquietaba también a los gobiernos estatales fronterizos. El gobernador de Chihuahua informaba a su legislatura que la seguridad de la entidad comprendía la interna y la externa, por su situación topográfica: “esta seguridad consiste en el cubrimiento de las fronteras, tenga un mediano conocimiento de la extensa localidad de ellas, del guerrero carácter de los indios, y de la indebida miseria de las tropas”. El de la frontera era un asunto estratégico, “llave interior de toda la república, y cuya confianza la vemos, por lo que toca a nuestro estado, entregada a un puñado de hombres [...] debidos de así decirse en comparación a las diferentes y numerosas tribus de bárbaros que las circuyen [sic] y que día a día las amagan y destrozan”.[33] La inseguridad del norte del país no fue resuelta, pues las insurrecciones indígenas desestabilizaban al sistema y la permisividad de las autoridades norteamericanas con los indios nómadas agravaba la situación, con el crecimiento del costo de un ejército, afectando las exiguas finanzas públicas.[34]

				Nuevos estados

				En 1830, con el voto del congreso general y de nueve legislaturas estatales, el estado de Occidente se separó en Sonora y Sinaloa para finiquitar la disputa de sus elites por la jurisdicción territorial. El contencioso puso de manifiesto que en el establecimiento de intendencias se había presentado la necesidad de separar Sonora y Sinaloa, considerando que su dilatada extensión impedía atender su administración adecuadamente; el argumento se tomó en cuenta inicialmente, pero se mantuvieron unidas.[35] Las diputaciones provinciales de Provincias Internas retomaron el asunto y propusieron que la de Sinaloa se estableciera en Culiacán y la de Sonora en San Miguel de Horcasitas, pues la elección de Arizpe como capital no se justificaba por su escasa población y su ubicación en un lugar poco adecuado a sus funciones.[36] En 1823 se reiteró la necesidad de dividirlas por su extensión y las características de “nuestras posiciones topográficas en todo diversas de las demás de la nación”, que dificultaba administrarlas como una sola intendencia y obligaba a multiplicar las autoridades para evitar los abusos en que incurría la escasa población en amplios espacios. Se reiteraba establecer dos capitales provinciales, una en Culiacán y otra temporalmente en Arizpe, y, a partir de ambas, organizar su respectiva jurisdicción política territorial; en el caso de Sinaloa

				con todo lo que comprende el partido de su actual subdelegación, hasta el río de las Cañas, con lo que queda en una longitud de doscientas treinta leguas. Su capital debe ser la Villa de San Miguel de Culiacán, punto muy del propósito, así por su perfecta centralidad, como por las demás circunstancias que la hacen apreciable. Es la población mayor de todo el territorio, tiene dos caudalosos ríos propios para regar las inmensas llanuras de su costa cuya fertilidad es deliciosa, y su feracidad en las producciones de toda clase de semillas es sobresaliente. A quince y diez y ocho leguas están tres puertos de mar, Navito, Tata y Bandera, que aunque no son de mérito, es fácil hacerlos con el tiempo, y reciben lanchas de buen porte.

				[La de Sonora] debe comprender desde Baroyeca con el actual partido de su subdelegación, hasta el río Colorado o frontera a la gentilidad, quedándole una longitud de más de trescientas leguas, y una latitud de cerca o más de ciento: aunque su capital, que es Arizpe, presenta invencibles dificultades para hacerla una ciudad populosa, creemos que por ahora no puede ser otra porque las circunstancias del tesoro público no permiten gasto de nuevas fábricas y su traslación pudiera en el día causar convulsiones en las naciones guerreras que están en su frontera.[37] 

				La división propuesta se impuso con dificultades. Había dos posiciones, la unionista y la fraccionista, presentes durante varios años. El meollo de la discusión fue la capitalidad, que consideraban debía residir en Culiacán, y el desequilibrio en la distribución de diputados al congreso y las diferencias de población, que favorecían a Culiacán, otorgándoles mayor número de legisladores. Las posiciones se volvieron irreductibles y para 1829 se consideró la división como única solución, aprobada por el congreso el 13 de octubre de 1830.[38] Al año siguiente los nuevos estados promulgaban su constitución y organizaban su jurisdicción territorial.[39] Sinaloa, compuesta por “los departamentos de San Sebastián, Culiacán y el Fuerte” que su constitución dividía en los siete partidos que hoy existen, con los distritos de Rosario, Concordia, Villa de la Unión, San Ignacio, Cosalá, Culiacán, Badiraguato, Mocorito, Sinaloa, Fuerte y Choix. Una ley señalaría los pueblos que debían formarse en cada uno de estos distritos y marcaría sus límites.[40] A Sonora la integraron los departamentos de Arizpe y Horcasitas, con los partidos de Arizpe, Moctezuma, Figueroa, Hermosillo, Horcasitas, Buenavista, Baroyeca y Álamos, a los que se añadieron Ostimuri y San Ignacio en 1834.[41]

				Otro territorio

				Un decreto de mayo de 1835 le dio a Aguascalientes el estatus de territorio, con el voto de las tres cuartas partes del Congreso general, único poder de la federación al que la constitución daba esa prerrogativa. Se añadió a los de Tlaxcala, las Californias, Nuevo México y el Distrito Federal, jurisdicciones territoriales establecidas en 1824 dependientes de los tres poderes federales, sin capacidad legislativa.[42] Aguascalientes era uno de los partidos del estado de Zacatecas en su constitución de 1825; la de 1832 mantuvo los mismos partidos.[43] No obstante, en el siglo XVIII se había incorporado como partido y cabecera en el Plan de Intendencias a la de Guadalajara, a pesar de la lejanía con su capital. La cercanía con Zacatecas hizo que el virrey Revillagigedo decidiera “que era adecuado para Zacatecas [...] formar parte [...] mayormente llegando a sus canales o goteras los límites de las haciendas y ranchos”. La decisión debía tener la aprobación del monarca, quien resolvió en contra de la medida considerando que podía “causar repugnancia al perfecto establecimiento de dichas intendencias, señalando: que por ahora no se haga novedad alguna en el particular en contra de lo que está determinado”. Por lo tanto, Aguascalientes continuó adscrita a la intendencia de Guadalajara, pero a principios del XIX se incorporó a la de Zacatecas y después al estado. La separación resultó de desacuerdos impulsados por los notables de la ciudad de Aguascalientes, quienes dirigieron una comunicación al Congreso general, firmada por el jefe político, el alcalde primero y segundo, los síndicos, el cura vicario y cerca de 300 personas, solicitando “aprobar y autorizar la emancipación de esta [...] ciudad”. Sostenían que tanto el Acta Constitutiva como la Constitución general garantizaban la libertad en su gobierno interior a los pueblos como a los individuos y el derecho a ventilar sus agravios, incluyendo la insurrección. Acusaban a los grupos políticos que encabezaban el gobierno del estado y al gobernador de no cumplir con el derecho público y de gentes, “una facción de pocos hombres engrosada con cuantiosos sueldos que se han asignado echando mano a caudales públicos, particulares, piadosos con algún más recato”. La ciudad de Aguascalientes, como cabecera de partido, encabezó la protesta, ya que sus elites se interesaban en disponer de una jurisdicción autónoma. Daban diversas razones, como que la ciudad tenía “el pecado de ser una ciudad mayor que el Fresnillo y que Jerez, igual, y por varios aspectos mayor y mejor que la capital misma”; el estancamiento de la economía, la emigración de la población, la preferencia evidente del gobierno del estado de dotar de escuelas, hospitales y hospicios a diferentes poblaciones, salvo a Aguascalientes. Criticaban la figura del jefe político, prevista en el reglamento de los partidos, por considerar que, al ser nombrados por el gobierno, “mantienen con el mismo cierto encadenamiento, cierto enlace o dependencia, a virtud de la cual ni pueden obrar en consonancia con los ayuntamientos en todo aquello que tienda a la felicidad, prosperidad, bienestar y engrandecimiento de los pueblos” y al intervenir en sus fondos “y ministrándoles como por alambique”.

				El enfrentamiento abierto también tenía relación con la política seguida en materia religiosa, pues el sansculotismo profesado tenía “el pernicioso fin de hacer desaparecer, si les fuere posible, el catolicismo nacional mexicano”. Concluían enfáticamente que ni Zacatecas necesitaba de Aguascalientes, ni ésta de aquélla, por lo que “abjura y detesta la dominación zacatecana, y se independe y emancipa de su estado cuya capital la ha mantenido oprimida, y en la abyección más vergonzosa; y es su libre y espontánea voluntad constituirse en territorio de la república”.[44]

				Una organización centralizada

				Es posible afirmar que la organización territorial de los estados se encaminó a una centralización político-territorial durante el primer federalismo. La concepción con la que se ordenaron sus jurisdicciones conllevaba un criterio centralizador incorporado a la estructura jerarquizada de sus componentes: departamentos o distritos, seguidos por partidos y municipios con prefectos o jefes de policía y sus subalternos, subprefectos o jefes, encabezados por el ejecutivo estatal. Dicha organización centralizadora podría parecer paradójica en un sistema federal, pero sólo en apariencia, pues estaba sancionada por la soberanía estatal. Su ejercicio supuso consolidar un sistema político que garantizara el control efectivo de su territorio como una unidad homogénea para su gobierno y administración. Las leyes y decretos especificaron las partes del territorio de cada estado, con mayor o menor detalle; la mayoría enlista las diferentes poblaciones que formaban cada unidad territorial a escala de los partidos, agrupados en departamentos o distritos. Michoacán los denominó con la rosa de los vientos: Norte, Poniente, Sur y Oriente. En Chihuahua, Oaxaca, San Luis Potosí, Tabasco, Veracruz y Zacatecas se consideró al departamento o partido de la capital respectiva como el primero del conjunto, y al resto se los enumeró en orden descendente, precisando la importancia de la ciudad capital y su centralidad. Por ejemplo, Veracruz: primer departamento, su capital Veracruz: comprende los cantones de Veracruz, Misantla, Papantla y Tampico; segundo departamento, su capital Xalapa: comprende los cantones de Xalapa y Jalacingo.[45]

				El sistema contribuía a dirigir los flujos de información de abajo hacia arriba y viceversa, lo que permitía a las autoridades estar al tanto de los quehaceres de la administración y el gobierno como de los problemas que amenazaran la estabilidad política en sus diferentes niveles. Así, por ejemplo, un prefecto en San Luis Potosí informaba al vicegobernador: “He circulado en el departamento a mi mando, y fijado en los pasajes públicos de esta capital, los 20 ejemplares del aviso que vuestra excelencia se sirvió acompañarme en oficio de este día, relativa a anunciar la vacante de la administración de rentas unidas de la ciudad de Ríoverde”. Otro prefecto de Villa de Valles le dice al gobernador: “En cumplimiento del decreto 21 en el artículo 30 [...] hago presente a usted que hasta hoy no se ha observado mal proceder, ni arreglo en su conducta al administrador de las rentas unidas de este partido; siendo este dirigido por el conducto que la ley señala”.[46]

				Una perspectiva desde los estados 

				Las memorias anuales de los gobernadores a sus congresos permiten elaborar un cuadro de la marcha del sistema político territorial. Los informes proporcionaban un anteojo político, como se expresaba con agudeza, que escudriñaba y revisaba periódicamente la situación de cada entidad. Cada memoria informaba de los asuntos de la administración que recaían bajo la responsabilidad del ejecutivo.[47] La administración se sustentaba en principios y reglas que contribuían al “movimiento de toda la máquina” de gobierno, para lo cual había que “metodizar” las cuentas, “sistemar” la información con el propósito de elaborar “un cuadro analítico, circunstanciado y exacto de todos los ramos que comprende la administración y una tabla sinóptica en que a solo golpe de vista se presentasen los males”.[48]

				La estructura de autoridades territoriales, encabezada por prefectos y funcionarios equivalentes, fue un engranaje fundamental para que el sistema político-administrativo funcionara, y se convirtió en la correa de transmisión del ejecutivo con el conjunto del estado. Eran “las columnas sobre que descansa el grande edificio que ostentan los supremos poderes de cada estado; y cada uno [...] en su demarcación ejerce igual número de atribuciones que el ejecutivo en grande, o en la extensión de su órbita”.[49] El sistema político territorial era funcional por la distribución jerárquica del poder con responsabilidades definidas y la comunicación de sus diferentes componentes, lo que garantizaba su control. El análisis que incluyen las memorias sobre la situación menciona serios problemas que impedían la buena marcha de los gobiernos estatales, entre ellos la aguda escasez de individuos con formación adecuada para las responsabilidades de los cargos públicos en los ayuntamientos y, en menor medida, en las prefecturas o jefaturas. Las diferencias se acentuaban entre los funcionarios de las capitales y cabeceras con mayor preparación, y los de poblaciones menores. Esperaban que “los individuos de que se compongan tengan el grado de ilustración que es de desear. Pero en el día excepto los de las cabeceras de partido, los más de ellos son insignificantes, pues no solamente desconocen sus obligaciones, mas ni aún entienden las ordenes y decretos que se les remiten del gobierno”.[50] La cultura jurídica y política indispensable para ejercerlos era privilegio de una minoría, aun entre los pocos que sabían leer y escribir. El panorama descrito en las memorias da una imagen de individuos pobres o indígenas, poco instruidos e iletrados. Su inexperiencia era un agravante, pues cuando mucho algunos conocían la administración anterior y “jamás han tenido lecciones prácticas de lo que deben hacer los cuerpos municipales, se encuentran a cada paso embarazados, de modo que no hacen nada unos, otros mal entendiendo sus atribuciones”.[51] 

				Los funcionarios edilicios aprovechaban el cargo para asociarse con los poderosos y esquilmar a sus gobernados, o cometer abusos amparados en su autoridad, lo que contribuía a deteriorar la situación. El desencanto cundía y 

				la confianza depositada en la institución más halagüeña y con más esperanzas [...] ha venido a tocar extremos opuestos, convirtiendo bastantes de estas aumentadas corporaciones en un foco, donde [...] ordinariamente concurren el presuntuoso aspirantismo del inmoral por ser vocal, y el descomedido temor del virtuoso, por si llega a serlo, el atrevimiento propio de la ignorancia y el natural encogimiento de la prudencia, y [...] la misión de estos encontrados elementos agitados de la poca instrucción y tal vez solapada malicia, impelen a algunos de estos cuerpos municipales a producir faltas sin número en el cumplimiento de sus deberes, a pretender inconecesidades [sic] robadoras del precioso tiempo, a suscitar disgustos entre sus semejantes, y hasta a amagar el orden.[52]

				Incluso para los optimistas, esto tardaría mucho tiempo en resolverse. El sistema político propiciaba “que los hombres del común pueden bastar por sí mismos para su gobierno, es preciso proceder en este concepto y llevarlo adelante”. Este régimen contrastaba con el anterior, cuando “los ocupaban personas acomodadas, a los que se les llamaba nobles y que algunos los compraban”. Ahora “puede ser cualquier persona, lo que se dificulta, en tanto que los de escasos recursos y honrados tienen primero que atender sus necesidades”. En este ambiente emprendieron su tarea los ayuntamientos, lo que llevó a revisar las calidades necesarias para ejercer la ciudadanía en materia electoral. El debate fue importante y no escapó a la manipulación que asumieron los grupos políticos en las elecciones, desvirtuando el proceso.[53] En búsqueda de remedio, varios estados reformaron las leyes sobre los ayuntamientos, exigiendo un mayor número de habitantes para establecerlos y aumentando los requisitos para garantizar la experiencia y conocimientos de ediles, prefectos, jefes y subalternos. Un problema era que, como los cargos de edil eran honoríficos, las personas preparadas los rechazaban. Los prefectos y similares tenían un sueldo, pero insuficiente para el rango del cargo, y lo complicaba la exigencia de ser vecinos.[54] El caso de los prefectos electos propiciaba que ejercieran hombres inadecuados, sujetos “al arbitrio de la poderosa intriga [...] que ya hemos visto se practica en los pueblos [...] lo que imposibilitaba al ejecutivo escogerlos por lo que el gobierno está atado de manos en todos los casos y negocios en que necesite obrar con la cooperación de dichos empleados para desempeñar sus altas y delicadas funciones”.[55] En algunos casos, “el gobierno estima no solo conveniente, sino absolutamente necesaria la reducción de ayuntamientos únicamente a las cabeceras de partido, y algunas otras poblaciones, que por el crecido número de sus habitantes u otras circunstancias locales, pueda apropiárseles esta institución con la esperanza de provecho”.[56]

				La división territorial del federalismo a debate

				En 1832, Tadeo Ortiz de Ayala criticó la división territorial resultado de acuerdos políticos que privilegiaban a los grandes estados. Proponía un diseño que evitara el desequilibrio entre las entidades. Sugería la creación de algunas, con parte de las grandes, como el estado de México, o haciendo permutas de porciones de territorio entre estados para lograr una organización racional. Creía necesario rediseñar los estados fronterizos y hacerlos más dependientes del gobierno nacional, para salvaguardar la integridad territorial amenazada por el país del norte. Insistía en que las subdivisiones deberían estar acordes con la política, la naturaleza y la razón, sin “las preocupaciones y los estrechos y mezquinos intereses del espíritu de provincialismo les opongan”. Estas propuestas recogían la tradición ilustrada iniciada por Revillagigedo respecto a las intendencias, replanteando su número y extensión con base en una perspectiva racional del territorio y su ordenamiento. Para Ortiz era indispensable atender la naturaleza y la topografía como criterios fundamentales. Estas sugerencias ilustradas son interesantes, pues el criterio político no tomaba en cuenta que la delimitación territorial respondía a acuerdos e intereses precisos, distintos a una lógica de la razón. La Asamblea francesa ya había planteado utilizar el medio natural como factor esencial en la división implantada, dando a los nombres de ríos un lugar preponderante, así como a razones de carácter histórico y político. Ortiz, que había sido cónsul en Francia, estaba familiarizado con estas ideas y hacía lo que puede considerarse un diagnóstico de las posibilidades futuras del sistema político federal, analizado en conjunto, al que llama confederal y que caracterizaba como: “Un gran río [...] que crece y se fortifica con la reunión de las aguas que le tributan los ríos adyacentes, formados de una infinidad de riachuelos, es la imagen de una confederación bien combinada”. Otra posibilidad, que no suscribía ni esperaba, también la ejemplificaba por un gran río “dividido en muchos pequeños ríos, escapándose de su manantial o cabecera matriz, se debilita sin cesar, y al cabo se corta o se seca; esta es la verdadera imagen de una sociedad egoísta, o de la confederación sin equilibrio y de existencia quimérica”.[57] En 1834 se reeditó su Demostración teórico-práctica de las ventajas del sistema federal en la república mexicana, publicado en 1825, al considerar que era oportuno ante “las circunstancias en que la malicia y la ignorancia de unos cuantos, quieren hacer creer que la forma de gobierno ha sido la causa única de las conmociones que por desgracia han agitado a la república”. Tal como había sido la intención original de su primera publicación, ahora se buscaba explicar las características fundamentales del sistema federal para un público amplio: ayuntamientos, escuelas y particulares.[58] Al reaparecer, el cambio al centralismo liberal estaba en el horizonte y parecía necesario reiterar que el federalismo era acorde con la realidad política del país, al permitir un gobierno de las partes o estados, sin dependencia de un centro lejano que promulgara leyes, gobernara e impartiera justicia; esto surgiría “de su propio seno”, por “hijos del mismo estado”. El centralismo imponía unas decisiones “mismas para todas las partes de la nación, como si todas estas fueran idénticas en sus circunstancias”. En territorios tan vastos era “muy difícil que [un] único gobierno obre desde la capital con la energía y conocimientos necesarios para el mejor régimen de las provincias remotas del centro”. Es más, la debilidad de una capital vulneraba al gobierno, mientras que el federal tenía tantos gobiernos independientes cuantos estados. 

				En 1835 se reeditó Reflexiones sobre algunas reformas a la constitución federal de la república mexicana, publicado en 1830, con el propósito de revisar los fundamentos originales del sistema federal, “que son los que nos han conducido a una organización defectuosa en los cuerpos legislativos, a la creación de un ejecutivo a merced del poder legislativo”. Inspirado en la constitución norteamericana, la española con el tamiz francés de 1791 y “los errores del antiguo sistema colonial”, se convenció de que no se seguía el federalismo norteamericano, sino que la constitución de 1812 “aparece disfrazada en todas nuestras instituciones federales. El congreso de una sola cámara, copia imperfecta de la constitución francesa de 1791. El congreso en nuestro caso, está metaformoseado en nuestras dos cámaras”, pero el espectro de la constitución de 1791 está presente en el temor de que la aristocracia esté representada. Los legisladores de Cádiz encontraron útil el texto francés para sujetar el ejecutivo al legislativo y establecer un consejo de estado formado por ambos poderes, impidiéndole ser órgano moderador. Estados Unidos estaba conformado por colonias que contaban con una constitución o carta y con costumbres y religiones diversas: “elementos heterogéneos que no podían amalgamarse en uno para formar un estado único por lo que deberían constituirse en estados diversos y unidos por un lazo común”. Esto contrastaba con un país recién independizado, con leyes y costumbres muy diversas, y no preparado “para adoptar sin variaciones muy notables un régimen que no era producido por nuestro estado anterior”. Fue indispensable crear un régimen que considerara “las diversas distancias e intereses de las que se llamaban provincias”.[59] Como los constituyentes dejaron abierta la posibilidad de modificar el régimen, se requería un poder compensador que delimitara el poder del legislativo, con la convicción de que la tiranía y el despotismo sólo provendrían del ejecutivo. Los congresos no sólo tenían facultades legislativas, sino administrativas y judiciales sobre los otros poderes; así, para reducir esas facultades, la división en dos cámaras fue inútil; usurpaba la voluntad nacional y acusaba, enjuiciaba y destituía colaboradores del ejecutivo. Esto hizo negativo el balance de seis legislaturas, pues distraídas en asuntos circunstanciales habían dejado de lado los importantes, como una ley para distrito y territorios, la reglamentación de tribunales de la federación y la formación de códigos federales.[60]

				ALGUNAS CONCLUSIONES

				Una característica relevante del periodo fue la edificación de un sistema constitucional como marco jurídico, político y administrativo para regir al conjunto de la nueva nación, fundamentado en la experiencia norteamericana y francesa de finales del siglo XVIII, y con el referente obligado de la constitución de 1812. Esos modelos tuvieron una influencia decisiva, y desde la implantación de la constitución gaditana el país se encaminó por la vía constitucional, no sin sobresaltos, pero sí con el acuerdo de las principales fuerzas políticas. Para implantar el federalismo fue esencial contar con una Constitución general que siguió el acuerdo previo expresado en el Acta Constitutiva. El segundo paso fue la constitucionalización de los estados soberanos, la que los dotó de marco jurídico, político y administrativo. Sólo los territorios carecían de un texto constitucional, incluyendo a la ciudad de México, que formaba parte del Distrito Federal. Quedó pendiente la organización territorial de estas demarcaciones.

				Para edificar un orden jurídico, político y administrativo fue medular la organización de las jurisdicciones estatales y aprobar leyes locales que ordenaran y delimitaran su territorio. De esta forma se conformó un armazón territorial con las diferentes partes, con una red de funcionarios encargados de administrarlos. La parte fundamental de esa estructura fueron los partidos, jurisdicciones territoriales provenientes del régimen anterior. En la organización territorial se mantuvieron categorías políticas y jurídicas ya existentes, con nuevas modalidades de control del territorio. Así, el sistema federal tuvo una vía común en su ordenación y el gobierno federal se hizo cargo de los territorios. Una innovación fue el establecimiento de ámbitos territoriales que agruparon a los partidos y ayuntamientos para controlarlos de manera más eficaz, evitando la dispersión del mando del poder ejecutivo sobre los diferentes partidos y el sinnúmero de ayuntamientos. Poner en marcha la ordenación territorial con categorías de rango distinto, de menor a mayor, se pensó como solución adecuada para someter las fuerzas centrífugas, en especial los ayuntamientos que podían desestabilizar el sistema, encaminándolos a una centralización estatal. Se mantuvo una graduación de las poblaciones a partir de la capitalidad y la centralidad, utilizadas anteriormente para darle primacía a las capitales de intendencia y provincia y ahora a las capitales estatales, sedes de los poderes del estado. Las disputas por la capitalidad llevaron a modificaciones importantes y alteraron el esquema original de 19 estados y 5 territorios, creándose un estado y un territorio más, evidencia de la plasticidad territorial. También hubo querellas de límites entre estados, partidos y pueblos, lo que mostraba su carencia de definitividad. 

				Una de las debilidades de la organización territorial fue la escasez de hombres capaces para administrar y gobernar los diferentes niveles de gobierno, en especial en los ayuntamientos, talón de Aquiles del sistema. La armazón territorial no fue cuestionada, salvo la reducción de los cuerpos edilicios a las cabeceras. En cambio, la ordenación política territorial establecida durante el primer federalismo se estampó en forma perenne en el México moderno y contemporáneo, sustentada en parte en la organización del territorio de las dos últimas décadas del XVIII y las dos primeras del XIX, y en la influencia del constitucionalismo norteamericano, francés y español.
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				EL CONGRESO NACIONAL: DE LA ARMONÍA AL DESCONCIERTO INSTITUCIONAL, 1825-1830

				REYNALDO SORDO CEDEÑO[1]

				El 1 de enero de 1825 el primer congreso constitucional abrió sus sesiones en un clima de paz y armonía. Entre esa fecha y el 30 de diciembre de 1830 funcionarían tres congresos nacionales, de los cuales el tercero cerraría sus sesiones en medio de la incertidumbre y la desesperanza. En ese periodo la legalidad constitucional fue desafiada, en parte por las diferentes interpretaciones del federalismo, tanto en los estados como en el gobierno general. El congreso general, única institución encargada por la constitución de vigilar por el cumplimiento de la misma, contribuyó al desorden y al rompimiento de la legalidad.

				Varios factores influyeron en este rápido deterioro: 1) las dificultades de la puesta en marcha de las nuevas instituciones; 2) las diferentes interpretaciones del federalismo en México, que iban desde el confederalismo hasta un federalismo de nombre; 3) la inexperiencia de los actores políticos; 4) la situación internacional poco favorable, que ponía al país a la defensiva; 5) las finanzas públicas en bancarrota, agravada por varias medidas legislativas en beneficio de los estados, y 6) un faccionalismo al rojo vivo en toda la república y entre los grupos del ejército, la Iglesia, el gobierno y las profesiones liberales.

				El ensayo tratará de dar una visión, a grandes rasgos, sobre el papel que desempeñó el congreso nacional en estos seis años. El capítulo está dividido en tres partes, que corresponden a los tres congresos constitucionales del periodo. El sinnúmero de asuntos abordados hace necesario sintetizar mediante una metodología que ilumine una caótica maraña de acontecimientos. Para cada congreso se tratarán las elecciones que precedieron a su formación, dando una imagen del mismo para analizar sus labores legislativas. He privilegiado los problemas relacionados con el federalismo y asuntos que tuvieron impacto nacional. 

				EL CONGRESO DE LA BUENA VOLUNTAD, 1825-1826. ORGANIGRAMA BÁSICO DEL CONGRESO

				El congreso, dividido en dos cámaras, era una institución nueva en 1825. Los congresos anteriores habían sido constituyentes y unicamerales, ajustados al modelo de Cádiz y a la lógica de su funcionamiento en lo esencial. La Constitución de 1824, en su título III, y el Reglamento para el gobierno interior del Congreso general del 23 de diciembre de 1824, establecieron con claridad los principios básicos para el funcionamiento de esta nueva institución.[2]

				Se requerían tres juntas preparatorias para instalar el congreso. En ellas se aprobaban las credenciales de elección de los diputados o senadores, se nombraba la mesa directiva de cada cámara y se hacía la declaración oficial de su constitución. Se informaba a la otra y al presidente de la república sobre este acto. Para el funcionamiento era requisito la asistencia de la mitad más uno de los elegidos. La cámara de representantes elegía 80 diputados, y la alta 38 senadores (R, arts. 1-16). El organismo directivo de cada cámara estaba integrado por un presidente, un vicepresidente y de dos a cuatro secretarios. Los dos primeros presidían las sesiones, organizaban los trabajos legislativos y eran la máxima autoridad del congreso. Su elección era mensual. Los secretarios permanecían los dos años de la legislatura, estaban al frente del trabajo administrativo de las cámaras y eran el conducto para transmitir información dentro y fuera de ellas (R, arts. 17-32).

				La constitución señalaba un periodo ordinario de sesiones del 1 de enero al 25 de abril, prorrogable por treinta días hábiles. En el receso del congreso funcionaba un consejo de gobierno, integrado por el senador más antiguo de cada estado y presidido por el vicepresidente de la república, quien podía llamar a sesiones extraordinarias bajo convocatoria expresa. En éstas sólo podían tratarse los asuntos expresamente indicados en la convocatoria, que determinaba también el día de inicio de las sesiones, pero no su fin. En esta época fue práctica corriente que las sesiones extraordinarias comenzaran los primeros días de agosto o septiembre y finalizaran a mediados de diciembre (arts. 67, 71-73 y 113-116).

				Las sesiones de las cámaras podían ser públicas o secretas. Las primeras serían todos los días a partir de las 10 de la mañana con duración de cuatro horas. Las secretas sólo los lunes y jueves a la 1 de la tarde, y comprenderían acusaciones contra altos funcionarios, oficios reservados, asuntos puramente administrativos, materias religiosas o eclesiásticas y todo asunto que el presidente del congreso y los secretarios calificaren como reservado. Por moción de un congresista la cámara podía decidir que un asunto discutido en sesión pública fuese tratado en sesión secreta (R, arts. 33-45). La función fundamental del poder era legislar, y la Constitución de 1824 determinó que ninguna resolución del Congreso general tendría otro carácter que el de ley o decreto (art. 47). El Diccionario Universal de Términos Parlamentarios explica: 

				La función específica del decreto la encontramos al establecer la diferencia entre éste y la ley; la última contiene disposiciones generales y abstractas, que se aplican a situaciones generales. El decreto contiene disposiciones de carácter particular y su vigencia está limitada en espacio, tiempo, lugares, corporaciones, establecimientos y/o personas.[3] 

				Los constituyentes de 1824 determinaron que la iniciativa de una ley o decreto podía partir de cualquiera de las dos cámaras, pero las de contribuciones e impuestos sólo podían iniciarse en la de diputados. Las iniciativas podían partir del presidente de la república, las legislaturas estatales o de cualquier diputado o senador. Las dos primeras debían ser aceptadas por la cámara y turnarlas a la comisión respectiva. Las de diputados y senadores debían ser aceptadas por el pleno de la cámara. Todos los proyectos de ley o decreto debían discutirse sucesivamente en ambas cámaras, guardando las formalidades en las discusiones y las votaciones (arts. 51-52).

				Si los secretarios son los nervios del congreso, las comisiones representan el alma del mismo, ya que todo proyecto de ley o decreto debía estudiarlo una comisión. Éstas podían ser permanentes o especiales, y estaban integradas por tres congresistas, aunque el pleno podía aumentarlas hasta cinco personas. Los miembros estudiaban el asunto, pedían todos los informes necesarios al poder ejecutivo, y discutían y elaboraban un dictamen en forma de resolución. Para pasar al pleno, la mayoría debía votar a favor, y cuando alguien no estaba de acuerdo con el dictamen tenía que elaborar un voto particular para fundamentar su desacuerdo. Los dictámenes importantes debían constar de una parte expositiva y otra resolutiva, y normalmente se imprimían antes de su discusión. A las discusiones dentro de las comisiones podía asistir cualquier diputado, senador o funcionario del poder ejecutivo, pero sólo tenían voz, no voto. Al día siguiente de la instalación del congreso cada cámara formaba la primera comisión permanente, llamada gran comisión, integrada por el diputado o senador más antiguo de cada uno de los estados y territorios. La función de ésta era nombrar, a pluralidad de votos, los integrantes de las comisiones que después aprobaba el pleno. El Reglamento de 1824 determinó la formación de 13 comisiones permanentes: puntos constitucionales, gobernación, relaciones exteriores, hacienda, crédito público, justicia, negocios eclesiásticos, guerra y marina, industria agrícola, industria fabril, libertad de imprenta, policía interior y peticiones (R, arts. 53-76).
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Mapa 3
Estado de Oaxaca dividido en departamentos, 1827
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1786 1813

México 42 43
Puebla 23 21
Veracruz 11 11
Oaxaca 20 22
Yucatan 8

Michoacan 29 21
Guanajuato 8

Guadalajara 29 28
Durango 40 34
San Luis 7 10

Fuente: Pietschmann, 1996; Navarro y Noriega, 1943
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Mapa 2
Estado de San Luis Potosi. Division departamental y de partidos, 1826
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Chiapas 12
Chihuahua 11 13 12
Coahuila-Tejas 3

Durango 10 L
Estado de México 44
Guanajuato 17

Jalisco 28 26
Michoacan 22

Nuevo Leon 23

Oaxaca 20
Occidente 14

Puebla 21 25
Querétaro 3

San Luis Potosi 10

Tabasco 9
Tamaulipas 6 11
Veracruz 12

Yucatan 15
Zacatecas 11

Nota: La segunda y tercera columnas son variaciones
del periodo. Occidente antes de la separacion. En va-
rios partidos se les modifico su denominacion por dis-
trito, cantén o departamento, sin alterar su territorio.
Colima se incluye en Jalisco en la primera columna; en
la segunda se excluye. Zacatecas incluye a Aguascalien-
tes como partido.
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Intendencia de Oaxaca a fines del siglo xviit
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